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Nayib Bukele se ha convertido en el héroe a imitar. La nueva derecha en América Latina 
quiere aplicar su modelo, sobre todo el encarcelamiento sin misericordia de las pandillas. Detrás 
de la todavía alta popularidad de Bukele se esconde un siniestro proyecto dictatorial de la nueva 
burguesía emergente de El Salvador, que no puede imponerse sin el apoyo de los militares.

En su discurso del 1 de junio, celebrando cuatro años de gobierno, Bukele anunció una 
campaña frontal contra la corrupción, y dos decisiones que tendrán una honda repercusión en 
la evolución del régimen político.

El primer gran anuncio fue la reorganización de la división político-administrativa de El 
Salvador: la reducción de 262 a 44 alcaldías. Estos “municipios se convertirán en distritos que, 
a su vez, integran estas nuevas 44 alcaldías, es decir, ya no tendremos 262 alcaldes, ni 262 
concejos municipales (…) ¿Cómo es posible que, en un país tan pequeño, de apenas 21,000 
kilómetros cuadrados, tengamos 262 municipios? Todos con planillas y gastos administrativos 
que en la mayoría de casos superan incluso la recaudación de impuestos”.

Para que esta restructuración del Estado sea aceptada por la población, Bukele aclaro 
que no estaba “proponiendo el despido de los empleados municipales, los que se van son los 
puestos de confianza”.

El segundo gran anuncio fue la reducción de miembros de la Asamblea Legislativa de 84 a 
60 diputados. Para justificar esta medida, atacó los Acuerdos de Paz de 1992, argumentando 
que “ARENA y el FMLN, en esa farsa que firmaron, en su momento, añadieron 24 diputados más 
a la Asamblea para asegurar los curules de sus amigos sin perder los otros curules.”

Vale la pena analizar estas dos medidas que ya están siendo aprobadas en la Asamblea 
Legislativa. Bukele es producto directo del fracaso del FMLN, ya que en los dos periodos 
continuos de gobierno (2009-2019), no impulsó los cambios democráticos que la población 
demandaba. Bukele se presentó como el impoluto que luchaba contra la corrupción bipartidista, 
y ganó las elecciones.

Una vez en el poder, Bukele ha desarrollado una marcha desesperada hacia una nueva 
dictadura. Primero hizo aprobar una sentencia que le permitía presentarse a la reelección 
inmediata, a pesar que la Constitución lo prohíbe.

Ahora ha ordenado reducir el número de alcaldías y consejos municipales en un doble 
objetivo: por un lado, la crisis fiscal no le permite pagar el FODES a las alcaldías (lo que origina 
continuas protestas y luchas de los empleados municipales) y, por el otro, al reducir el número 
de alcaldías a su antojo, se está garantizando el control de las 44 alcaldías que quedaran.

La reducción del número de diputados implica un cambio en el sistema de asignación de 
escaños. La incorporación de 24 diputados después de la firma de los Acuerdos de Paz de 1992, 
era con el objetivo de garantizar la representación proporcional de las minorías. En cualquier 
sociedad se considera una conquista democrática garantizar un espacio a las minorías. Bukele 
está regresando al régimen existente antes de 1992, y al sistema electoral antidemocrático y 
excluyente.

Juan Carlos Bidegain, ministro de Gobernación, quien presentó la propuesta de Bukele 
ante la Asamblea Legislativa, es quien mejor ha expresado las reales intenciones de la nueva 
dictadura que se está gestando: “Con las reformas dejaremos atrás el sistema de residuos que 
violenta el principio constitucional de la igualdad del voto. Aplicaremos el sistema de cocientes, 
que es utilizado por la mayoría de países del mundo” (Diario de Hoy, 01/06/2023)

La reducción del número de alcaldías y del número de diputados está acompañada de una 
contra reforma en el sistema electoral, que implicará una reforma al Código Electoral, en la 
parte relacionada con el conteo de votos  y la asignación de escaños. En el futuro ya no será 
por representación proporcional, donde se tomaba en cuenta los residuos electorales para 
garantizar la representación de las minorías. En adelante, se aplicará el sistema de cociente 
electoral, por medio del cual el partido que obtiene el mayor número de votos se queda con 
la mayoría de cargos. Con la propuesta de Bukele estamos retrocediendo a la vigencia de la 
Constitución de ARENA, tal como fue formulada originalmente en 1983.

El sistema de cociente electoral, sin residuos, es propio de los sistemas bipartidistas, pero 
en El Salvador ya no hay bipartidismo sino la hegemonía de Nuevas Ideas (NI), el partido de 
Bukele, lo que garantizará no solo su permanencia en el poder en el próximo periodo, sino que 
arrase en las alcaldías y diputaciones.

Es un plan bien articulado para reorganizar el Estado al gusto de Bukele. El Partido Socialista 
Centroamericano (PSOCA) se opone a semejante proyecto. Los ciudadanos deben decidir 
democráticamente, en asambleas populares o cualquier otro mecanismo de consulta, si deben 
seguir existiendo las 262 alcaldías o si se debe mantener los 84 diputados. Pero, sobre todo, 
debe decidir si se mantiene o mejora el sistema de representación proporcional que garantice 
la representación de las minorías.

Todavía estamos a tiempo de frenar la construcción de una nueva dictadura, si no lo 
hacemos después vendrá el crujir de dientes.

BUKELE PRETENDE ACUMULAR MÁS PODER Y 
LIQUIDAR LA REPRESENTACIÓN DE LAS MINORÍAS
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Por Carlos M. Licona

Tal y como sucede con cualquier 
tema que es sensible a la sociedad, 
toda la maquinaria de los medios 
de comunicación que estuvieron al 
servicio de la narcodictadura 
durante los doce años, 
inmediatamente actúa como 
un reloj suizo y enfilan 
baterías para hacer creer 
que todo era un paraíso 
y que ahora todo es un 
infierno. La estrategia  pulula 
por cualquier frecuencia 
de radio o de TV que se 
sintonice y los actores con 
su parlamento ya aprendido 
son entrevistados una y 
otra vez, sus elucubraciones 
son transmitidas con una 
connotación que sobrepasa 
la realidad, y, por si algún 
cristianos no estuvo en misa, el 
presentador de noticias “machaca” 
en la parte en que se hace sentir 
culpable a Doña Xiomara Castro o a sus 
subalternos de la anarquía generada 
por el fantasma del comunismo.  Por 
ahora, los temas del circo son los 
cortes de energía eléctrica y la Prueba 
PISA, cuando hacen las presentaciones 
de tales noticias, ya tienen listos los call 
center para que cualquier ciudadano 
torpemente preparado se vuelva un 
científico especialista del tema en 
debate y de rienda suelta a sus bajas 
pasiones.

Es muy fácil hablar de términos 
como “Evaluación”, “Calidad Educativa” 
o bien; “Pruebas PISA”, decir dichos 
términos del diente al labio como lo 
pasa haciendo la Organización No 
Gubernamental “Asociación para 
una Sociedad más Justa” (ASJ) 
son simplemente palabras vacías y 
“revanchistas” hacia el gobierno del 
“Socialismo Democrático”, con el único 
propósito de proseguir en esa campaña 
intensa que tienen muchas instituciones 
para empañar la enorme popularidad 

EVALUACIÓN “PISA”: UN CÍNICO DEBATE DE LA 
ULTRADERECHA QUE SE DOBLEGÓ ANTE JOH

con la que ganó la presidencia de la 
República, Doña Xiomara Castro. 

Considerando que la ASJ es 
una ONG que se benefició en gran 
medida del narcodictador Juan 
Orlando Hernández, es entendible 
que su estructura principal aún no se 

recupera de la derrota de noviembre 
de 2021, sin embargo, es repudiable 
y es asqueroso que utilicen el tema 
educativo para justificar los millones 
de lempiras que siguen percibiendo 
desde el extranjero y que no aportan 
en nada al Sistema Educativo. Por 
el contrario, en tiempos del dictador 
JOH, la ASJ impulsó y avaló todas 
las políticas que, equivocadamente, 
impusieron en Educación, medidas 
que en vez de beneficiar el Sistema 
Educativo hicieron que retrocediera 
ostensiblemente, situación que le ha 
hecho mucho daño a los jóvenes de 
los centros públicos y que, sin lugar a 
dudas, reflejará un fuerte impacto en 
cualquier evaluación que se realice, 
sea internacional o nacional. El precio 
a pagar por tan trágico retroceso será 
muy oneroso para el país y costará 
mucho recuperarnos del agujero 
en que nos sumergieron con la 
complacencia de instituciones como 
ASJ, más preocupados por reprimir y 
ensañarse contra los docentes que por 
generar políticas correctas.

El gobierno de Doña Xiomara Castro 
a través del Secretario de Educación, 
Daniel Esponda, anunció hace algunos 
días que Honduras no participará de las 
evaluaciones PISA 2025, el Licenciado 
Esponda manifestó que “Estamos 
trabajando y tuvimos acercamientos 

para hacer evaluaciones 
de ERCE. Por qué vamos 
a hacer ERCE y no PISA, 
porque Unesco sí verifica 
los temas más humanos 
y toman en cuenta 
temas como desnutrición 
infantil, libros de texto, 
infraestructura educativa 
y el papel que juegan los 
educadores… a través del 
Instituto de Evaluación e 
Investigación Educativa 
de la Universidad 
Pedagógica se está 
haciendo evaluaciones a 
los estudiantes en áreas 

como matemáticas”.
A raíz de la decisión del gobierno, la 

ASJ y diversos medios de comunicación 
han utilizado el tema tendenciosamente 
con el objetivo de generarle 
contradicciones al gobierno sembrando 
la idea de que al no someter al país a 
la Prueba PISA,  a nuestros jóvenes se 
les terminará el mundo. El asunto es 
proseguir con esa intensa campaña por 
hacer creer que todo tiempo pasado 
fue mejor.

En un comunicado fechado el 19 
de mayo, la ASJ, nos dice lo siguiente 
“Que Honduras decline estudios 
internacionales constituye un retroceso 
para el país. Las decisiones de las 
autoridades educativas afectarán 
a toda una generación de niñas, 
niños y adolescentes que requieren 
competencia para la vida y mejorar 
sus oportunidades de ingresar a la 
universidad y al mundo laboral. La 
niñez y juventud hondureña merecen 
una educación de calidad. El estado 
está llamado a garantizar el derecho a 
la educación”.
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O sean, según la ASJ, el futuro 
de la juventud hondureña depende 
exclusivamente de la Prueba PISA. 
En cambio, para el Sub Secretario 
de Educación, Edwin Hernández, 
realizar estas pruebas significa un 
gasto enorme para el país “Van en 
contra del magisterio, en contra de 
los alumnos de América Latina, por 
eso no estamos de acuerdo, aparte 
que eso le cuesta dineral al país y no 
nos interesan que nos evalúen medios 
de la derecha… No se afecta porque 
nosotros seguimos dando educación 
en el país, no dependemos de que nos 
evalúen el exterior. A nosotros nos 
interesa educar y en eso estamos”. EH 
(20/05/2023).

Con respecto a lo expresado por 
el Sub Secretario de Educación, no se 
trata de que una evaluación sea de 
izquierda o de derecha, más bien, se 
trata del ¿Para qué nos sirve? O ¿Qué 
medidas se implementarán?

Hasta ahora, las pruebas PISA 
realizadas en el 2017 se desconocen por 
el pueblo hondureño y principalmente 
por la mayoría de los docentes, es 
muy seguro que para presentar el 
informe se gastaron muchos millones 
de lempiras que ayudaron a la 
reelección ilegal y nefasta del dictador 
en el 2017, sin embargo, no bubo una 
política educativa implementada a 
consecuencia de ese informe, así que, 
la juventud hondureña sigue cargando 
con esa cruz que no le corresponde 
de nefastos resultados en cualquier 
evaluación que se haga. Así ha estado 
desde hace tiempo y lo seguirá por 
la desigualdad social que impera en 
un país en que la Empresa Privada se 
niega a pagar impuestos, porque los 
políticos “juanorlandistas” boicotean 
al gobierno con burdos argumentos, 
nuestros jóvenes tendrán un caótico 
futuro porque los actores el Golpe de 
Estado del 2009 son los mismos que 
ahora defienden a los empresarios y 
gustosamente asestarían otro golpe si 
los militares lo encabezan. 

Hasta ahora, la Prueba PISA 
realizada en el 2017 no nos sacó del 
atolladero, no se mejoró la educación 
ni se crearon mejores condiciones de 
vida a nuestros estudiantes. 

El experto en educación, Johnny 

Varela, también aludió al debate 
afirmando que “en el sistema educativo 
del país no se está atendiendo como 
debe ser. Se debe atender los centros 
educativos para que mejore el 
desempeño académico, cada cambio de 
gobierno tienen una nueva propuesta 
y no le damos continuidad a lo que 
puede mejorar el sistema. Las pruebas 
PISA son importantes, pero que el país 
no haya participado no iba a resultar 
más favorable a como fueron los 
resultados en 2018 cuando por primera 
vez participaron”. EH (20/05/2023).

El Licenciado Varela, tampoco 
considera que los resultados mejoren 
o desmejoren si se participa o no, 
más bien, y, asegura que; una mejora 
significativa depende de políticas 
educativas a largo plazo que sean 
respetadas por cualquier gobierno 
que llegue al poder. Obviamente, esto 
es correcto siempre y cuando sea 
una política correcta y debidamente 
consensuada con los actores principales, 
no como lo hizo la narcodictadura que 
solo consensuó con ASJ.

¿Qué son las evaluaciones PISA?
En el informe presentado por 

OCDE, sobre el Programa de Evaluación 
Internacional de Estudiantes para 
el Desarrollo (PISA-D), llamado “La 
educación en Honduras Hallazgos 
en Honduras por su participación en 
PISA para el Desarrollo 2018”  dice lo 
siguiente:

“El Programa PISA, fue creado por 
la Organización para la Cooperación 
para el Desarrollo Económico (OCDE) 
en 1997, evalúa las competencias 
de jóvenes de 15 años en lectura, 
matemáticas y ciencias; además de 
medir sus habilidades para aplicar 
lo que han aprendido en los centros 
educativos en situaciones de la vida 
real. Los ciclos PISA han tenido lugar 
en los años 2000, 2003, 2006, 2009, 
2012, 2015 y el ciclo 2018”.

“En las dos últimas décadas, el 
número de participantes en PISA ha 
aumentado progresivamente, desde 
los 44 en el año 2000 a los 82 de 
2018, Honduras se suma a 90 países 
y economías que han participado en 
PISA desde que inició en el año 2000; 
también ha sido uno de los nueve países 

que se han aliado con la OCDE, a través 
de la iniciativa “PISA para el Desarrollo” 
(PISA-D), cuyo propósito es hacer que 
PISA sea más accesible y relevante 
para países de bajo y mediano ingreso, 
como el nuestro”.

“El Proyecto PISA-D ha sido llevado 
a cabo por la OCDE en colaboración 
con Honduras y ocho países más: 
Bután, Camboya, Ecuador, Guatemala, 
Panamá, Paraguay, Senegal y Zambia”.

“Durante octubre de 2017, en 
Honduras, más de 4,700 estudiantes 
de 15 años de edad que estaban en 
séptimo grado, o en uno superior, se 
sometieron a una prueba de dos horas 
de lectura, matemáticas y ciencias. 
Estas pruebas no estaban vinculadas 
directamente con el programa 
escolar de Honduras, sino basadas en 
competencias de nivel internacional”. 

Es muy importante entender que la 
prueba realizada en octubre del 2018 
se aplicó en 9 países de bajos ingresos 
(incluyendo Honduras) y se le llamó 
Proyecto PISA-D, se determinó algunos 
países de referencia en Latinoamérica 
como ser México, Costa Rica y Chile. De 
ahí que, se establecen comparaciones 
entre el promedio obtenido por países 
agrupados en OCDE (programa 
que incluye países como Canadá o 
Finlandia), Proyecto PISA-D y, los 
países referentes.

Según los ejemplos de ítem 
encontrados en el informe de OCDE 
2018, estos no son complicados, 
sin embargo, requieren de mucha 
comprensión lectora y aplicación a la 
vida real, así que, el propósito de tal 
evaluación es “para evaluar hasta qué 
punto los estudiantes hacia el final de la 
educación obligatoria de Honduras son 
capaces de aplicar sus conocimientos 
en situaciones de la vida real y estar 
preparados para participar plenamente 
en la sociedad”.

No interesa analizar todo el 
documento del informe, sino más bien, 
aquellos puntos neurálgicos como ser 
el que “los estudiantes de Honduras 
en lectura están aproximadamente 
a un año y medio de los estudiantes 
de Costa Rica y México y a dos años 
y medio de los estudiantes de Chile. 
Al comparar a Honduras con los 
estudiantes de mejor rendimiento 
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en PISA, se puede observar que los 
estudiantes hondureños están 4 años 
atrás del aprendizaje de los estudiantes 
de países como Canadá, Finlandia, 
Japón y Singapur”.

La información de la Prueba 
PISA no se refiere solamente a los 
resultados de la prueba en sí, sino 
que también compara salario de los 
docentes, nivel socioeconómico de los 
educandos, inversión de la educación, 
infraestructura y otros. Al comparar 
los salarios de los docentes tenemos lo 
siguiente “En proporción con el ingreso 
nacional de sus países, los docentes de 
educación secundaria inferior y superior 
que más ganan son los de Colombia, la 
República Dominicana, Alemania, 
Hong Kong (China), México, 
Catar, Turquía y los Emiratos 
Árabes Unidos. En estos países o 
economías, los ingresos anuales 
de los docentes del tercer ciclo 
de educación básica…están entre 
el 152 % y el 217 % del PIB per 
cápita; En Honduras, los ingresos 
de los docentes de tercer ciclo de 
educación básica… ascienden al 
32 % del PIB per cápita del país”.

En cuanto a la inversión 
por estudiante la diferencia es 
abismal entre los países de primer 
nivel y países como Honduras, 
sobre este aspecto el informe nos 
dice “En un primer vistazo a los 
resultados de PISA se observa que 
en países y economías de alto ingreso, 
los estudiantes tienen un desempeño 
superior. Los estudiantes de países y 
economías de alto ingreso obtienen 
111 puntos más en matemáticas, en 
promedio…”. 

La comparación en el 2013 es la 
siguiente “Gasto por estudiante en 
comparación con el PIB per cápita 
En 2013, el promedio de los gastos 
acumulados por las instituciones 
educativas por cada estudiante de entre 
6 y 15 años superaba el equivalente 
a USD 100,000… en contraste, En 
Honduras, el gasto acumulado por 
estudiante en este rango de edad era 
de USD 9,650.00 ; Costa Rica invierte 
USD 46, 531.00 y USD Chile 40, 607. 
El Estado de Honduras es uno de los 
países que menos invierte en cantidad 
de dólares por estudiante, de los países 

que participan en PISA. En este caso, 
Costa Rica invierte 5 veces más que 
Honduras por estudiante, en un lapso 
de 9 años, comenzando a los 6 años 
con niños hasta sus 15 años. 

Para aquellas personas que les 
encanta comparar la educación 
hondureña con la de Finlandia, 
observen la diferencia “Finlandia tiene 
una inversión de USD 101, 527.00 por 
estudiante en la misma cantidad de 
grados, esto indica que invierte 10 veces 
más que Honduras por estudiante”. 

En conclusión
La Prueba PISA se aplica a 

estudiantes que han culminado con 

la educación obligatoria (de primero 
a noveno grado), el propósito es 
conocer si ese joven está preparado 
para sumarse al mercado laboral, 
además de la prueba aplicada al 
estudiante se realiza una encuesta 
socioeconómica y emocional, también 
se realizan comparaciones entre países 
desarrollados, de ingresos medios y de 
bajos ingresos como el de Honduras. 

En la Prueba PISA realizada en el 
2017 tenemos que “Uno de los aspectos 
importantes que la información de PISA 
dice sobre nuestro sistema educativo, 
es que en Honduras solamente el 
30 % de sus estudiantes obtienen 
el mínimo nivel de competencias en 
lectura; en contraste con el 79 % que 
promedian los países de la OCDE. En 
matemáticas, únicamente el 15 % de 
nuestros jóvenes obtienen el mínimo 

nivel de competencia, comparado con 
el promedio de 77 % de la OCDE”.

Lo anterior significa que en 
promedio de cada 10 estudiantes solo 
3 de ellos logran el mínimo nivel de 
lectura, mientras que en los países de 
la OCDE 8 de cada 10 si lo logran. En 
matemáticas es más preocupante el 
resultado, de cada 20 estudiantes solo 
3 obtienen la competencia mínima, 
mientras que en los miembros de la 
OCDE 15 de 20 si lo alcanzan. 

Sin duda alguna que el mismo 
informe no asegura que en los países 
que más se invierte en educación 
son los que obtienen los mejores 
resultados, además de el nivel de vida 

en que crece el estudiante.
Cuando se firmó el convenio en 

el 2016, el tristemente recordado 
Secretario de Educación, Marlon 
Escoto manifestó “con el Proyecto 
PISA el mundo conocerá que 
Honduras forma parte de las grandes 
ligas en la evaluación a nivel mundial, 
además las pruebas internacionales 
para estudiantes van a permitir con el 
respaldo de la Organización de Países 
Desarrollados (OCDE), poder conocer 
en qué condiciones está nuestra 
Educación y sobre todo priorizar las 
reformas y la inversión que se tenga 
que hacer en ese sentido”. Proceso 
Digital (24/02/2016).

Obviamente no hubo inversión 
ni reformas, las que se aprobaron 

en el 2012 solo interesaron para 
cercenar conquistas de los maestros 
en vez de mejorar las condiciones de 
infraestructura o políticas educativas 
de esparcimiento para la retención 
escolar. 

La Prueba PISA sin suda alguna 
que arroja mucha información 
importante en el rendimiento del 
país en comparación con el resto del 
mundo, sin embargo, no depende de la 
prueba en si mejorar la educación, por 
ahora, ya se tienen los resultados del 
2017 sin que se haya tomado alguna 
política educativa para mejorar los 
indicadores, primero, el país necesita 
una “Refundación Educativa”, luego, se 
puede hablar nuevamente de la Prueba 
PISA.
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Por Armando Tezucún

Después de la maniobra que 
dejó fuera del proceso electoral 
al candidato presidencial que las 
encuestas colocaban en el primer lugar 
de la intención de voto, Carlos Pineda 
del partido Prosperidad Ciudadana, 
el panorama para la primera vuelta 
de las elecciones aparece bastante 
despejado. 

Pineda, un finquero y empresario, 
se promocionaba como un outsider 
de la política, y por medio 
de un manejo hábil de 
las redes sociales, había 
logrado una creciente 
popularidad; pero estaba 
rodeado de funcionarios 
de gobiernos anteriores y 
políticos de derecha, con 
frecuencia acusados de 
corrupción y narcotráfico. 
Al representar a un sector 
emergente de empresarios 
y estructuras del crimen 
organizado con un historial 
de control territorial en 
el departamento de Zacapa, Pineda 
no fue visto con buenos ojos por los 
grupos empresariales más poderosos, 
que utilizaron a sus operadores 
políticos para meterle zancadilla y 
anular su candidatura y la de todos los 
candidatos de Prosperidad Ciudadana. 

Según la última encuesta, divulgada 
a finales de mayo y realizada por Cid-
Gallup, los tres candidatos punteros son 
Sandra Torres de la Unidad Nacional 
de la Esperanza (UNE), con el 23% de 
intención de voto; Edmond Mulet del 
partido Cabal, con un 21%; y Zury Ríos 
de la coalición Valor/Unionista, con 
el 19%. En un cuarto lugar se sitúa 
Manuel Conde, del partido oficial Valor, 
con un lejano 4%. Queda claro que 
una segunda vuelta sería entre dos de 
las tres candidaturas punteras.

La UNE y Sandra Torres
Sandra Torres, que encabeza 

la encuesta, reúne el grueso de su 
caudal electoral en el interior del país 
y el área rural. Su popularidad deriva 
de su desempeño como primera dama 
de la nación durante el gobierno de 
su exesposo Álvaro Colom (2008 – 
2012), cuando organizó y lideró los 
programas sociales clientelistas de 
esta administración autoproclamada 
socialdemócrata. Pero en el área 
urbana tiene muchos anticuerpos, 
sobre todo entre las capas medias 
conservadoras influenciadas por 

las élites empresariales; de este 
modo, Torres logró llegar a segunda 
vuelta en los comicios de 2015 y 
2019, perdiendo en ambos casos 
frente a Jimmy Morales y Alejandro 
Giammattei, respectivamente. A 
pesar de que Torres y su bancada en 
el Congreso se aliaron al oficialismo 
y a las estructuras corruptas, para 
librarse de las acusaciones por delitos 
electorales, que incluso la llevaron a 
prisión en 2019, su discurso populista 
aún cala entre los estratos más pobres 
de la población. Gracias a su alianza 
con el oficialismo, Torres se libró de los 
procesos judiciales en su contra y pudo 
lanzar su candidatura, aunque eso 
le costó la ruptura de su partido, del 
cual se desprendieron los elementos 
procedentes de los movimientos 
sociales, que crearon el partido Vos. 

La representante de la derecha 
recalcitrante

Zury Ríos, con una intención 
de voto del 19%, tiene un largo 
historial de participación en política. 
Es hija del exdictador condenado por 
genocidio general Efraín Ríos Montt, 
quien llegó al gobierno por medio 
de un golpe de estado en 1982. Esta 
relación familiar le ha costado en más 
de una ocasión que su candidatura 
presidencial no sea aceptada por tener 
prohibición constitucional; tal fue el 

caso en los comicios 
de 2019, aunque por 
influencias en la Corte 
de Constitucionalidad 
logró ser candidata 
en 2015 y en este 
proceso 2023. Fue 
diputada al Congreso 
de la República por el 
partido de su padre, 
el Frente Republicano 
Guatemalteco, entre 
1996 y 2012. En las 
elecciones de 2015 
lanzó su candidatura 

presidencial postulada por el partido 
Visión con Valores, quedando en quinto 
lugar. 

Ríos aglutina a los sectores más 
derechistas, vinculados al ejército, 
como la Fundación Contra el Terrorismo 
(cuya influencia en el Ministerio Público 
ha sido clave para la persecución de 
funcionarios de justicia vinculados 
a la CICIG), y a militares retirados; 
además, esta vez va en coalición con el 
Partido Unionista, bastión de un sector 
oligárquico que ha controlado durante 
décadas el gobierno municipal de la 
capital guatemalteca, recordemos que 
la CICIG abrió un caso por corrupción 
contra el fallecido patriarca del clan, 
Álvaro Arzú Yrigoyen y sus funcionarios 
municipales. Ríos no puede evitar 
proyectar una cierta imagen elitista 
en su campaña, lo que le aleja el voto 
rural.

GUATEMALA.- HACIA LA       
PRIMERA VUELTA ELECTORAL
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Un candidato reciclado
Edmond Mulet es el candidato que 

más se ha beneficiado con el retiro de 
Carlos Pineda de la contienda. Según el 
informe de Cid-Gallup, “Con el anuncio 
de que Carlos Pineda está inhabilitado 
para participar en estos comicios, la 
mayor parte de sus seguidores se 
muestran indecisos con respecto a 
quién brindar su apoyo. No obstante lo 
anterior, entre quienes sí indican que 
respaldarían a otro aspirante, el más 
beneficiado es Edmond Mulet, al pasar 
de 16 puntos a 21 puntos de apoyo” 
(Citado por Crónica 25/05/2023).

Mulet se presenta como un 
candidato que ha estado fuera de 
las estructuras de corrupción que 
controlan el Estado, denunciando los 
ataques contra la libertad de prensa 
y la impunidad; ha denunciado a sus 
principales rivales, Torres y Ríos, 
como “candidatas del oficialismo”, 
pues sus respectivos partidos, Valor 
y Une, han votado en el Congreso 
junto a la alianza oficialista. 

Edmond Mulet Lesieur se postuló 
a la presidencia por el partido Cabal, 
que fue fundado por él mismo. En las 
elecciones de 2019 se presentó como 
candidato presidencial del Partido 
Humanista, cuyo líder es Rudio 
Lecsan Mérida, vinculado al antiguo 
Frente Republicano Guatemalteco 
de Ríos Montt. En esa ocasión Mulet 
obtuvo un tercer lugar, con el 11.2% 
de los votos válidos, logrando colocar 
a 6 diputados en el Congreso; sin 
embargo, estos diputados se unieron a 
la coalición oficialista, por lo que Mulet, 
crítico del gobierno de Giammattei, 
rompió con el Partido Humanista y 
decidió crear su propio partido. 

Mulet, de 72 años, es un abogado, 
periodista y diplomático que ha 
participado en política con diversos 
partidos de derecha desde 1985. Fue 
nombrado embajador en Washington 
por el gobierno de Jorge Serrano Elías. 
Cuando Serrano dio el autogolpe de 
1993, Mulet se opuso al mismo desde 
la sede diplomática, participando en el 
movimiento para la restauración del 
orden constitucional. Luego mantuvo 
una carrera diplomática durante más 
de 20 años, teniendo a su cargo 

embajadas en varios países europeos, y 
llegando a la Organización de Naciones 
Unidas, donde fue jefe de varias 
misiones de paz y desempeñó diversos 
cargos. El candidato de Cabal carga con 
el estigma de haber participado en 16 
casos de adopciones ilegales, habiendo 
sido capturado a finales de 1981 junto a 
mujeres canadienses y guatemaltecas, 
aunque fueron liberados pocos días 
después. 

En octubre de 2020, luego de romper 
con el Partido Humanista, Mulet fundó 
Cabal. Si bien critica a Torres y Ríos de 
pactar con las estructuras corruptas, 
el partido de Mulet está plagado de 
personajes que han participado en 
los últimos gobiernos; sus principales 
asesores son: Luis Enrique Monterroso, 
ministro de salud durante el gobierno 
del Partido Patriota; Julio Héctor 

Estrada, ministro de finanzas del 
gobierno de Jimmy Morales; y Nery 
Rodas, que fue diputado por el extinto 
partido Libertad Democrática Renovada 
(Lider), de Manuel Baldizón. Además, 
muchos otros personajes vinculados a 
Cabal y Mulet han tenido vínculos con 
el gobierno de Otto Pérez Molina y el 
Partido Patriota, con la UNE, el viejo 
FRG, FCN-Nación y otros. 

Mulet ha suavizado su discurso 
beligerante contra la corrupción 
después de que en marzo el Ministerio 
Público solicitó el retiro de su inmunidad 
por “obstrucción de la justicia”, luego 
de que públicamente protestara contra 
la persecución a jueces, fiscales y 
periodistas. Al mejorar su posición 
en las encuestas, se ha acercado, en 
busca de apoyo, a viejos caciques de 
lugares del interior del país, convencido 
de que es la única manera de ganar 
las elecciones. No le ha importado 

que estos personajes hayan estado 
vinculados en el pasado a partidos 
de la más diversa calaña, y que sobre 
muchos de ellos pesen acusaciones 
que van desde malversación de fondos, 
narcotráfico, violaciones a mujeres 
o abuso de autoridad. Sus rivales lo 
han acusado incluso de haber llegado 
a componendas con el gobierno de 
Giammattei. Lo cierto es que, si la 
segunda vuelta se efectúa entre Torres 
y Mulet, es probable que este último 
sea el ganador. 

Las élites y sus favoritos
Los diferentes grupos de poder 

económico, al igual que en todos los 
procesos electorales, han movido sus 
piezas para impulsar y financiar las 
candidaturas que favorecerían sus 

intereses. De acuerdo a algunos 
analistas, cada uno de los tres 
candidatos punteros es respaldado 
por diferentes sectores de las 
clases dominantes. Zury Ríos sería 
respaldada por el capital oligárquico 
tradicional; Sandra Torres tendría el 
favor de grupos emergentes, que son 
bastante heterogéneos, y una parte 
del capital tradicional; y Mulet sería 
apoyado por el capital corporativo 
más modernizante, entre otros, la 
Corporación Multi inversiones.

En todo caso, cualquiera que 
sea el ganador, creemos que las élites 
llegarán acuerdos, bajo la orientación 
general de endurecer cada vez más 
el régimen político, en prevención de 
movimientos de protesta generalizados 
contra un modelo capitalista que cada 
vez representa mas pobreza y miseria 
para el pueblo trabajador. Torres, 
Mulet, Ríos y otros de su calaña, son 
peones maleables que avienen a los 
mandatos de los amos del capital y la 
riqueza. 

El Partido Socialista 
Centroamericano (PSOCA) reitera su 
llamado al voto crítico por los candidatos 
presidenciales de la coalición Urng/
Winaq, y a elegir como diputados y 
alcaldes a los luchadores populares 
que se han destacado en la defensa de 
los derechos del pueblo trabajador.
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Por Fátima Sofía Abrego 

Tras obtener mayoría sobre los 
demás partidos de derecha y de la 
izquierda oficial del FMLN, Nayib Bukele 
asumió la presidencia el 1 de Junio del 
2019,  se han cumplido cuatro  años 
de su llegada a la administración del 
estado capitalista en cuya toma de 
posesión manifestó: …los toca ahora 
a todos tomar un poco de medicina 
amarga, nos toca ahora a todos sufrir 
un poco, nos toca ahora a todos tener 
un poco de dolor, nos toca ahora a 
todos asumir nuestra responsabilidad. 
Los años han demostrado la realidad 
de dicho discurso.

Las elecciones: juego de la 
democracia burguesa 

El Salvador está a pocos meses 
para que se realicen las elecciones 
presidenciales, legislativas y 
municipales  por lo cual es  necesario 
hacer un recuento de los resultados 
electorales que le dieron el gane a 
Bukele. Para el 2019 en materia de 
ciudadanos residentes en el exterior 
inscritos   en el registro electoral 
eran 350,638 de estas solamente se 
inscribieron para votar el 1.7% (5,948). 

En total las personas inscritas 
para emitir el voto en el 2019 fueron 
5, 613,101,  de estos solamente  2, 
733,178 emitieron su voto. De los votos 
emitidos Gran Alianza por la Unidad  
Nacional (GANA) partido bajo el cual 
participó Bukele obtuvo 1,434,856 
votos ( 53.10%) la coalición de la vieja 
derecha  (ARENA – PCN –PDC -DS) 
obtuvo 857,084 (31.72%) los cuales 
en mayoría son de ARENA. Por la otra 
parte, la izquierda oficial del FMLN 
obtuvo solamente 389,289 (14.41%), 
VAMOS 20,763 (0.77%), 

En las elecciones legislativas del 
2021, se tenían una población de 6 
825 935, de los cuales 5,389,017 se 
registraron para emitir el voto, de estos 
en realidad sólo votaron 2, 707, 794 
(50.25 %), de estos  Nuevas Ideas (NI) 

4 AÑOS DE BUKELISMO: CONCENTRACIÓN AUTORITARIA 
DEL PODER Y DESESPERACIÓN POR LA REELECCIÓN

obtuvo el 66.46 %(1, 739,153), ARENA 
el 12.18 % (318,703), FMLN el 6.91 % 
(180,808) GANA 5.29 % ( 138 371), 
PCN 4.08(106 890), Nuestro Tiempo 
1.70 % (44,401),  PDC 1.70 %  (44 379). 

De la cantidad de personas inscritas 
para emitir el voto casi siempre solo se 
moviliza un aproximado del 51%, en el 
caso de las presidenciales en el 2019 
Bukele-GANA solo obtuvo 53.10%, 
lo cual fue histórico pero en realidad 
representa un poco más del 25%  del 
electorado, para el caso de las Legislativa 
del 2021  se redujo la participación y 
el partido  Nuevas Ideas(NI) obtuvo 
un 66.46%, lo anterior unido al 5.29 
% obtenido por GANA le permitió al 
oficialismo hacerse  del control del 
órgano Legislativo y desde ahí  asesto 
duros golpes al órgano judicial y a la 
democracia burguesa misma  qué le 
había permitió hacerse del control de 
los dos órganos anteriores.

Golpes a la democracia burguesa: 
proclamación de la reelección 

Desde los inicios de su postulación 
como candidato,  Bukele y la actuación 
de  NI auguraba lo que sería la forma de 
gobierno qué estaba por llegar ya qué  NI 
inicio atacando las frágiles instituciones  
de la democracia burguesa como fue 
el Tribunal Supremo Electoral  (TSE), 
quien señala en su memoria de labores 
de elecciones del 2019 qué “…algunos 
tramos del proceso, como ocurrió 
con determinadas concentraciones 
realizadas frente al TSE; el aviso a la 
FGR por amenazas, interpuesto por 
magistrados y magistradas del TSE el 5 
de julio de 2018; la irrupción de un grupo 
de protestantes a las instalaciones del 
TSE en la noche del 6 de diciembre de 
2018; la denuncia pública del sindicato 
de trabajadores y trabajadoras del TSE 
por la retención de personal durante 
dicha irrupción…” 

Una vez gano las presidenciales del 
2019 Bukele tenía Constitucionalmente 
prohibido el camino a su reelección, 
así mismo existe un bloque de derecha 

liderado por ARENA qué todavía logra 
retener cierto porcentaje de electores, 
no debiendo olvidar también un posible 
incumplimiento de acuerdos con aliados 
como  lo hicieron   los gobiernos de 
ARENA y FMLN en donde dichos aliados 
terminaban negociando con  quien 
más le ofreciera, estos factores eran 
contrarios a los intereses de Bukele.

De obedecer las reglas de la frágil 
democracia burguesa Bukele tenía 
truncado sus  aspiraciones a  un 
segundo periodo presidencial  es por 
ello que en su tercer año se dedicó 
a realizar una serie de maniobras 
antidemocráticas  para asegurar su 
reelección así podemos mencionar: el 
golpe dado desde el poder  Legislativo 
a la Sala de Constitucional con su 
respectiva imposición de Magistrados 
afines los cuales terminaron legalizando 
su participación como candidato 
para un segundo periodo,  con ello el 
principal obstáculo estaba superado.  

En su tercer  año de gobierno en 
materia política-electoral se dedicó a 
cambiar las reglas y procedimientos del 
ya  antidemocrático sistema electoral 
como ejemplo la  derogación del 
Articulo  291-A del Código Electoral 
según el cual  “…un año antes de 
celebrarse cualquier tipo de elección, 
no se admitirá ninguna modificación a 
las reglas que rigen el proceso electoral, 
salvo aquellas que sean estrictamente 
necesarias para ejecutar algún aspecto 
de la elección.”  Así mismo se ha 
dedicado a   a declararle la guerra a 
sus  adversarios políticos. 

Carta de Presentación: la guerra a 
las maras y pandillas 

El 27 de marzo de 2022 el Bukelismo  
a través de la Asamblea Legislativa 
aprobó el de régimen de excepción 
el cual continua vigente a la fecha  
permitiéndole  al gobierno combatir  a 
las maras y pandillas, siendo esta la 
principal acción que le ha permitido 
retener altos niveles de popularidad 
entre la población.
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El pasado 17 de mayo en 
momentos que el oficialismo se 
preparaba para aprobar una nueva 
prórroga del régimen de excepción, 
Merino Monroy, Ministro de Defensa, 
manifestó: “Hemos logrado más de 
un año con cero homicidios, gracias a 
estas estrategias de seguridad. El país 
se ha convertido en un ejemplo en 
América Latina. Le estamos dando paz 
al pueblo salvadoreño”.  Presentando 
como balance a dicha fecha el haber  “…
detenido a más de 68 mil 579 terroristas, 
entre ellos a 1,200 cabecillas; también 
han incautado más de 3,000 armas 
y han decomisado 3,600 vehículos y 
16,623 teléfonos celulares…” 

Pero vale señalar que ese mismo 
régimen de excepción recorta muchas 
garantías y derechos 
constitucionales a la 
población, agregado a 
ello se ha convertido en 
una arma para aterrorizar 
y callar a la población 
descontenta y a sus 
adversarios políticos, 
como contraparte a los 
resultados elogiados 
por el gobierno se 
tienen capturas de 
personas inocentes,  
un registro aproximado 
160 personas muertas, 
19 líderes sindicales 
detenidos. Etc.

La guerra contra las 
maras y pandillas pareciera haberse 
empantanado, al igual como lo fueron 
los planes represivos de la mano dura 
y super mano dura de los gobiernos 
anteriores, al no darle solución a 
los problemas estructurales como el 
desempleo, falta de salarios dignos, 
educación, etc. que generan la violencia 
y delincuencia dicho problemas 
continúan latentes. 

Quien escupe para arriba en la 
cara le cae: guerra contra  la 
corrupción

Uno de los principales discursos 
y promesas  de Bukele fue la lucha 
contra la corrupción, y la creación de  
la Comisión Internacional Contra la 
Impunidad de El Salvador (CICIES), la 
cual fue de corta duración debido a 

que en el momento que esta señalo a 
funcionarios de su gobierno en actos de 
Corrupción la respuesta del presidente 
fue ponerle fin a la CICIES.

 En su cuarto aniversario de 
gobierno Bukele centro su discurso 
en la reducción de los 262 municipios 
a 44, reducción de 84 Diputados a 
60 Diputados y la guerra contra la 
corrupción manifestando…de la misma 
manera que estamos erradicando las 
pandillas de esa misma manera no  
vamos a titubear para  erradicar la 
corrupción. Caso emblemático fue la 
confiscación de bienes al expresidente 
Alfredo Cristiani quien gobernó  bajo 
la bandera de ARENA de 1989 a 1994.  
Según un fiscal que participo en la 
confiscación manifestó que estaban 

ejecutando dichas  “medidas cautelares 
autorizadas por un juez especializado de 
extinción y dominio” en tres empresas 
relacionadas al expresidente Cristiani, 
a quien señaló de haberse apropiado 
de fondos públicos que generaron un 
crecimiento en su patrimonio.”  (EDH. 
02/06/2023).

Realmente bajo el gobierno 
arenero de Cristiani muchos activos 
del estado pasaron a manos privadas 
como parte de la implementación del  
modelo económico neoliberal, por 
lo tanto deben investigarse a todos 
los funcionarios de los gobiernos de 
ARENA y del FMLN, así mismo al gran 
empresariado relacionado con los 
mismos. 

Para resarcir los daños ocasionados 
por la corrupción de dichos gobiernos 

hacia los trabajadores y el pueblo 
Bukele debe revertir las privatizaciones 
de servicios públicos los cuales 
deben pasar a ser reestatizados pero 
bajo el control de los trabajadores.  
Bukele  debe investigar y perseguir la 
corrupción de sus funcionarios que han 
sido señalados de corrupción. 

Promesas incumplidas hacia la 
clase trabajadora

Son innegables los resultados 
obtenidos en seguridad así como sus 
costos sociales, más allá de estos 
pequeños “logros”, el gobierno no ha 
dado respuestas reales al problema del 
desempleo y a demandas de propias 
de la clase trabajadora como es un 
aumento digno al salario mínimos, 

pensiones dignas 
para todos ya 
que si bien se 
dio una reforma 
esta mantiene 
siempre a las 
Administradoras 
de Fondos de 
Pensiones (AFP), 
la reforma  
no asegura 
pensiones dignas 
y continúan 
poniendo en 
riesgos los 
fondos de 
pensiones. En 
materia de 

derechos laborales y sindicales existe 
una amenaza latente a la autonomía 
sindical. En lo que va del gobierno de 
Bukele continúa creciendo la cifra de 
despedidos la cual asciende a 19,025 
despidos y amenaza con continuar 
creciendo mediante Decretos de retiro 
voluntarios. 

Por su parte Marvin Reyes 
representante del Movimiento de 
Trabajadores de la Policía Nacional Civil 
en el contexto del cuarto aniversario 
manifestó: “En lugar de mejorar las 
condiciones de la Policía como prometió, 
todo ha empeorado para los agentes 
de seguridad pública. Hay un desprecio 
para la Policía y un fortalecimiento de 
la Fuerza Armada”  (LPG.01/05/23).
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Por Oliverio Mejía 

El pasado 4 de junio se realizaron 
elecciones locales en México, donde 
se eligió a nuevo gobernador en los 
estados de Coahuila, ubicado al norte 
del país, y el Estado de México, en 
el área central. También se renovó la 
legislatura estadual del primer estado y 
un senador del estado de Tamaulipas, 
fronterizo con Estados Unidos. 

Estas elecciones son un anticipo de 
las generales del próximo año, donde 
se renovará la presidencia, la legislatura 
(cámara baja de diputados y 
cámara alta de senadores, del 
Congreso de la Unión), nueve 
gobernaciones estaduales, 
31 congresos locales, más 
gobiernos municipales. México 
tiene un sistema federal que, 
aunque la figura del organismo 
ejecutivo ejerce un fuerte 
poder presidencialista, existe 
una federación conformada por 
distintos estados que tienen 
su propia división de poderes:  
ejecutivo, legislativo con una cámara 
y judicial, más constituciones políticas 
propias. 

Las complejas relaciones entre 
México y Centroamérica 

La cercanía y la influencia que 
ejerce el vecino país en Centroamérica, 
y la presencia de la burguesía mexicana 
en la región, garantizada por el Tratado 
de Libre Comercio firmado por los 
países centroamericanos y México, 
es fundamental para garantizar los 
intereses de esta y de los grandes 
grupos de capital centroamericanos 
para entrar al fuerte mercado mexicano.

Ha habido intentos de vincular 
a la región por medio de redes 
de conectividad en materia de 
infraestructura, para garantizar las 
ganancias de los grupos capitalistas, 
desde la década de los noventa, 
con el anteriormente llamado Plan 
Puebla Panamá y después bautizado 

AMLO CONSOLIDA LA NUEVA HEGEMONÍA 
DE MORENA EN MÉXICO 

Plan Mesoamericano, que el actual 
presidente mexicano Andrés Manuel 
López Obrador (AMLO) ha querido 
reposicionar. 

Pero el gran problema que afecta 
a México con Centroamérica es el de 
la migración, donde nosotros somos 
países exportadores de fuerza de 
trabajo, así como paso de migrantes de 
otras regiones, situación similar a la de 
nuestro vecino del norte; y donde las 
políticas de las autoridades de ese país 
sin excepción ha sido ser la extensión 
de los lineamientos estadounidenses 

paras detener la llamada migración 
ilegal.

En el tema migratorio una de las 
iniciativas de la burguesía mexicana 
que ha recogido AMLO, es acomodar 
las ciudades del suroeste mexicano 
para ser receptoras de fuerza de 
trabajo migrante, con la consiguiente 
vulneración de derechos laborales, 
pese a las promesas de regularidad 
que tendrían. Ya existe una tradicional 
migración temporal de fuerza de trabajo 
de campesinos, sobre todo mayas, 
guatemaltecos que van a trabajar a los 
campos agrícolas del estado de Chiapas 
y donde sus derechos son pisoteados.  

La historia política
AMLO asume la presidencia 

el primero de diciembre de 2018, 
tras imponerse en las elecciones 
federales del 1 de julio de ese año, 
con la coalición Juntos Hacemos 
Historia, conformada por su partido, 

el Movimiento de Regeneración 
Nacional (MORENA), el Partido de 
Trabajo -estos de izquierda- junto al 
Partido Verde Ecologista Mexicano de 
derecha y el pequeño partido de corte 
fundamentalista cristiano Encuentro 
Social, con más de 30 millones de 
votos a su favor. Su más cercano 
competidor fue Ricardo Anaya Cortez 
del conservador Partido de Avanzada 
Nacional  (PAN) con 12 millones 610 mil 
votos apoyado por el otrora izquierdista 
Partido de la Revolución Democrática  
(PRD) y más abajo el tradicional 

Partido Revolucionario 
Institucional (PRI) con 
poco más de 9 millones de 
votos. 

A nivel del Congreso, 
MORENA y su coalición 
obtuvo la mayoría, tanto 
en el Senado como en la 
Cámara de Diputados, así 
como varias gobernaturas 
estaduales y congresos 
locales (existen 31 
entidades federales), 

situación que ha ido aumentando, 
sobre todo en el sur y sur oeste del 
país donde se concentra la mayor parte 
de la población; en los estados del 
centro está la industria destinada sobre 
todo para el mercado nacional y para la 
exportación a varias partes del mundo, 
entre ellas Centroamérica. 

Los partidos de la oposición, sobre 
todo el PAN, se posicionan más en 
los estados del norte, donde existe 
menor población, pero que cuenta con 
una industria ensambladora ligada a 
Estados Unidos por medio del acuerdo 
de libre de comercio entre este país y 
sus vecinos del norte, rebautizado en 
la presidencia de Trump como Tratado 
entre México, Estados Unidos y Canadá 
(T-MEC), el cual terminó de negociar 
AMLO. 

La victoria de AMLO y la gran 
diferencia de votos que obtuvo, 
expresó el descontento de la mayoría 
del pueblo mexicano contra los 
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partidos PRI, PAN y PRD, impulsadores 
del proceso neoliberal, que implicó la 
apertura al capital transnacional, sobre 
todo estadounidense, de las industrias 
estatales básicas y la consolidación 
de grandes grupos monopólicos 
nacionales, que también se beneficiaron 
de importantes privatizaciones. Esto 
provocó una desigualdad mayor al 
interior de la sociedad mexicana, 
además del aumento de la precariedad 
laboral, la destrucción del campo por 
el acuerdo de libre comercio y con ello 
convirtió a este país, en un exportador 
de humanos. 

Esto fue de la mano de la llamada 
transición a la democracia, que implico 
el quiebre del control político que tenía 
el PRI desde la década de los 20s y se fue 
expresando a partir las movilizaciones 
estudiantiles y populares de finales de 
los 60s, lo cual obligó a una reforma 
electoral en la década de los 70s y a 
imponer un escandaloso fraude hacia el 
naciente PRD en 1988, en contra de su 
candidato Cuauhtémoc Cárdenas. Este 
partido fue la conjunción de sectores 
de izquierda del PRI y de la izquierda 
reformista, entre ellos el Partido 
Comunista Mexicano histórico. De ese 
partido aparecerá AMLO, el cual llegó a 
gobernar la Ciudad de México de 2000 
a 2005; sin embargo, apoyado por los 
grupos de poder económico, fue el PAN 
quien hegemonizó la transición con el  
gobierno de Vicente Fox en 2000. 

En 2006 AMLO se presentará a las 
elecciones federales presidenciales por 
el PRD, el cual logra tener la mayoría, 
pero las fuerzas oligarcas, por medio de 
un fraude, imponen a Felipe Calderón 
del PAN, generando una movilización 
permanente por varios meses similar 
a la de 1988, que no logra derribar al 
gobierno impuesto. 

Así, convierte a MORENA que 
nace como movimiento social al calor 
del fraude de 2006, en un partido 
cuando se separa del PRD tras la 
derechización de este, convirtiéndose 
en su líder carismático de; así, tras la 
decadencia de los partidos neoliberales 
se impondrá AMLO. 

El momento político actual
AMLO retoma el viejo nacionalismo 

burgués de las épocas del PRI, y 

para eso logró alianza con algunos 
empresarios, entre los que sobresale el 
multimillonario Carlos Slim, obviamente 
no con la oligarquía neoliberal. Esta 
alianza con sectores de la burguesía 
se demuestra en los proyectos de 
infraestructura que impulsa, como el 
Tren Maya o el Corredor Transístmico, 
con la nacionalización de parte de 
la producción eléctrica y la próxima 
nacionalización de la explotación del 
litio que le ha traído choques con 
el imperialismo, aunque en materia 
migratoria hay un acuerdo común. 

A la par de eso, se caracteriza por 
implementar acciones populares, como 
el mejoramiento de los salarios, la 
revalorización de las pensiones, aunque 
buena parte de la fuerza de trabajo es 
informal y no habido políticas reales 
para garantizar los derechos de estos; 
ni afrontar las contrataciones basuras, 
el trabajo en negro o la terciarización 
laboral. Además de que los proyectos 
en infraestructura señalados generan 
oposición en sectores campesinos e 
indígenas porque implica la apropiación 
de sus territorios, y con algunos 
sectores de trabajadores públicos, 
pues sus medidas de lucha contra 
con la corrupción y la austeridad, 
otro discurso bandera de AMLO, han 
afectado los ingresos de empleados 
más bajos. 

Así, todas estas acciones son las que 
este gobernante ha llamado la Cuarta 
Transformación, como continuación 
de los procesos de independencia de 
1821, de reforma liberal a mediados del 
siglo XIX y la revolución de 1910. Lo 
cual lo mantiene a él y a su partido con 
un cierto apoyo de masas. 

Eso se reflejó en estas elecciones 
locales recién, MORENA logra 
imponerse en el Estado de México, el 
más poblado del país y baluarte del PRI, 
donde la alianza gubernamental con 
Delfina Gómez Álvarez se impuso con 
el 52,71 por cierto de los votos, sobre la 
candidata del PRI con 44,52 %. Mientras 
que, en el estado de Coahuila, donde 
MORENA y el PT fueron separados, se 
impuso el candidato opositor del PRI 
Manolo Jiménez Salinas con 56,95 % 
sobre el candidato de MORENA Ricardo 
Mejía Berdeja con 21,29 %, y según 
muestran los resultados, la oposición de 

derecha tendrá mayoría en el legislativo 
estadual. Pareciera que el triunfo del 
PRI en un estado del norte mantiene a 
flote a la oposición, pero la victoria en 
el Estado de México es contundente a 
favor del partido gubernamental.

El morenismo viene de consolidar 
ciertas victorias parciales, el año 
pasado en la Ciudad de México donde 
se revalidó el control de la gobernación, 
aunque perdió varias alcaldías y en 
el plebiscito de medio término de 
mandato hacia AMLO, donde revalidó 
el apoyo en las urnas, pero también 
con una menor cantidad de votos que 
los logrados cuando este llegó a la 
presidencia. 

Además, viene de enfrentamientos 
fuertes con la derecha, que a raíz de 
la reforma que ha intentado realizar 
en el Instituto Nacional de Elecciones 
con el fin de eliminar la influencia 
de los partidos neoliberales en ese 
órgano, ha buscado bajo el discurso 
de la democratización de este, un 
mayor control político, que prefigura un 
gobierno con tendencias bonapartistas. 
Es decir, con una clara base popular, 
tirada a la reforma social sin romper 
con el capitalismo, pero enfrentando 
a la oligarquía tradicional y a sectores 
de izquierda y populares que resienten 
su proyecto desarrollista; busca tener 
mayor influencia en las instituciones del 
Estado, situación que va acompañada 
con una mayor militarización vía la 
creada por este gobierno Guardia 
Nacional, que entre otras tareas tiene 
la de reprimir a la migración ilegal. 

Ese liderazgo caudillista impacta a 
la hora de elegir la próxima candidatura 
presidencial de MORENA, estos son: 
Claudia Sheimbaud, ex gobernadora 
de la Ciudad de México, Marcelo Ebrard 
ex secretario de relaciones exteriores, 
Adrián Augusto López ex secretario de 
gobernación, Ricardo Monreal a cargo 
de los senadores del MORENA; y de 
parte de los partidos de la coalición 
Gerardo Fernández Noroña diputado 
federal del PT y Manuela Velasco 
senador del PVEM. Los que tienen 
mayor posibilidad son Sheimbaud y 
Ebrard, siendo unos de los acuerdos 
dentro de MORENA, que renuncien, 
como recién ha pasado, a sus actuales 
cargos de funcionarios. 
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Por Nahuel Moreno

Hace 54 años se produjo un gran 
acontecimiento revolucionario en 
Argentina: el Cordobazo, una semi 
insurrección obrera y popular contra 
la dictadura militar. Reproducimos 
a continuación fragmentos de dos 
textos olvidados de Nahuel Moreno, 
que contienen un análisis marxista 
y definen una política revolucionaria 
para incidir en dichos acontecimientos. 

El día que cambió la Argentina 
Nadie lo pone ya en duda. El 29 de 

mayo de 1969 es el día que ha dividido 
como un tajo la historia argentina. 
“Antes del Cordobazo” y “después del 
Cordobazo” son ya dos épocas, dos 
etapas de signo opuesto en la lucha 
de ciases en Argentina. Allí se inició 
un proceso de ascenso del movimiento 
obrero y de sus luchas populares, 
accidentado camino que todavía 
estamos recorriendo.

No creemos necesario insistir, 
por conocida, en la crónica de los 
acontecimientos que desembocaron 
en las heroicas jornadas del 29 y 30 
de mayo, las luchas del comedor 
estudiantil de Corrientes, el “primer 
Rosariazo” y, finalmente, el hecho 
decisivo, la irrupción del movimiento 
obrero en el Cordobazo.

A dos años de esas luchas, nos 
parece más importante insistir en 
otra cosa, en el significado de esos 
acontecimientos, en su interpretación 
política.

No se ha cerrado todavía la etapa 
abierta por las jornadas de Córdoba 
y ya son toneladas la tinta y el papel 
gastados por diversos teorizadores, 
pretendiendo deformar y oscurecer 
la esencia de la etapa abierta en 
1969. Tanto desde las filas de la 
burguesía, como desde los sectores 
de ultraizquierda, esa labor es 
permanente.

29 DE MAYO DE 1969: ESTALLA EL CORDOBAZO, 
UNA SEMI INSURRECCIÓN OBRERA Y POPULAR 

CONTRA LA DICTADURA MILITAR

El estallido de Córdoba puso a los 
activistas obreros y estudiantiles en un 
terreno infinitamente más favorable 
para la lucha contra el régimen. Pero, 
también plagado de mayores peligros y 
responsabilidades. ¿Qué significaba la 
nueva etapa abierta? ¿Cuáles eran los 
peligros? ¿Qué tareas fundamentales 
debían ser encaradas? (…)

Se ha abierto una nueva etapa
Los hechos que han sacudido 

a la Argentina, durante los últimos 
quince días de mayo de 1969, son 
elementos determinantes de un cambio 
cualitativo en la situación. Con estos 
hechos se abre una nueva etapa pre 
revolucionaria. Independientemente de 
los altibajos que se puedan detectar, 
estos hechos quiebran la etapa 
anterior, defensiva, para inaugurar un 
proceso distinto, en el que las masas 
comienzan a pasar a la ofensiva. La 
Argentina se incorpora así, con todo, 
al proceso revolucionario de América 
Latina. El retraso en que estábamos 
se supera y pasamos a formar parte 
de la vanguardia revolucionaria, que 
enfrenta a escala internacional, la 
reacción y la contrarrevolución. Este 
hecho es la conclusión más general, 
pero la más importante, del análisis 
de los últimos acontecimientos. 
Determinante de esta nueva situación 
ha sido la reincorporación de la clase 
obrera al proceso de movilizaciones 
que inició el movimiento estudiantil. 
Si bien el vuelco de la clase obrera a 
las calles no ha sido general en todo 
el país, las manifestaciones en Córdoba 
y Rosario en especial, con métodos y 
espíritu de lucha cualitativamente 
distintos a períodos anteriores, marcan 
la tónica general. (…)

(….) la situación nacional después 
de las grandes huelgas generales

Ha comenzado el ascenso 
revolucionario. Con las semi 

insurrecciones que se dieron en 
Rosario y Córdoba, principalmente en 
esta ciudad, ha comenzado el ascenso 
revolucionario más espectacular 
conocido en los últimos 30 años en el 
país. Superior al del 1943-1947, 1952-
1959 o 1961-1965 en sus respectivos 
comienzos.

Este comienzo del ascenso ha 
provocado la maduración de una 
situación prerrevolucionaria en el país, 
caracterizada por:

Una situación crítica, inestable, 
del gobierno provocada por la 
disputa entre los distintos sectores 
burgueses entre sí y con el gobierno, 
y fundamentalmente, por el ascenso 
del movimiento obrero y de masas que 
agudiza todas esas contradicciones.

La oposición creciente al gobierno 
de la pequeño burguesía urbana 
y rural a la que se ha sumado la 
burguesía nacional en su conjunto, 
como consecuencia del avance de los 
grandes monopolios protegidos por el 
onganiato.

La disposición para la lucha del 
movimiento obrero, demostrada en 
las dos grandes huelgas generales del 
15, 29 y 30 de mayo de 1969, a pesar 
de la evidente debilidad de la segunda 
huelga por la deserción de la dirección 
vandorista (seguidores del burócrata 
sindical Augusto Timoteo Vandor). 
Muchas fábricas de los gremios cuyas 
direcciones vandoristas o centristas 
ordenaron no parar, lo hicieron, 
demostrando así los sentimientos de la 
base obrera.

El surgimiento de una vanguardia 
estudiantil y obrera dispuesta a la lucha 
contra el gobierno. Esta vanguardia 
es revolucionaria o con tendencia 
a tener posiciones directamente 
revolucionarias, con gran influencia en el 
movimiento de masas. Vemos también 
la formación durante las grandes luchas 
de embriones de nuevas direcciones y 
organizaciones de masas provocadas 
por la unidad obrero-estudiantil, 
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como las coordinadoras. (comisiones 
de barrio y las coordinadoras obrero-
estudiantiles).

No debemos confundir la iniciación 
con el desarrollo de la nueva etapa, que 
inevitablemente va a tener sus flujos y 
reflujos, diferentes momentos y que 
será relativamente prolongada, varios 
años como mínimo. En este momento, 
por ejemplo, estamos presenciando 
un reacomodamiento del gobierno, 
los sectores burgueses y la propia 
burocracia sindical ante el ascenso. 
Esto puede provocar

una cierta confusión o retroceso 
momentáneo y su consecuencia puede 
ser que no haya por un buen 
tiempo otra huelga general. 
Sin embargo, seguiríamos 
en la etapa abierta de 
ascenso, que no puede 
vivir permanentemente 
en un proceso de huelgas 
generales o masivas. Este 
retroceso momentáneo no 
afecta para nada el nivel 
de experiencia y conciencia 
adquirido por el movimiento 
obrero y estudiantil, como 
por la vanguardia. Por el 
contrario, sirve para que esa experiencia 
se enriquezca, se acumulen fuerzas, 
se sometan a prueba a las distintas 
direcciones y programas, como para 
que se reagrupen las fuerzas. Este 
proceso que sólo el ascenso permite, 
llegado a un momento determinado, 
volverá a estallar a un nivel más 
alto que los primeros estallidos. Así 
ocurrió en el Uruguay, así ocurrirá en 
nuestro país. La dinámica de la lucha 
de clases en este ascenso que recién 
comienza, nos lleva a nuevos estallidos 
insurreccionales muchos más fuertes 
que los primeros.

Comprender las tendencias 
profundas de la realidad del ascenso, 
distinguirlas de las apariencias de sus 
diferentes momentos, es una necesidad 
imperiosa para no confundirnos con 
éstos.

Estas tendencias profundas 
nos llevan inevitablemente a 
enfrentamientos cada vez más agudos 
del movimiento de masas con el 
régimen.

El significado del Cordobazo
Lo que ha ocurrido en Rosario y 

principalmente en Córdoba tiene un 
nombre muy claro, ha sido una semi 
insurrección. Habrá que ajustar muy 
bien el estudio de lo acontecido en 
Córdoba, para ver si no empleamos 
mal los términos y lo que ocurrió allí no 
es directamente una insurrección. Nos 
inclinamos en principio por el término 
de semi insurrección, debido a la falta 
de lucha armada en serio.

Tanto en Rosario como en Córdoba, 
hemos presenciado el encuentro de 
los obreros y los estudiantes con las 

fuerzas represivas, como la derrota de 
éstas. Es decir, uno de los principales 
brazos armados del régimen, la policía, 
fue puesta en retirada por las fuerzas 
populares. Es la primera vez que esto 
ocurre desde la semana trágica de 
1919, y posiblemente desde la huelga 
general de apoyo a la gran huelga de la 
construcción de 1935.

Esta derrota policial se produjo 
como consecuencia de la concentración 
de estas fuerzas en los centros de las 
ciudades, para impedir su copamiento 
por las fuerzas obreras y estudiantiles, 
con apoyo de la población. Esto 
permitió un cercamiento de la policía 
por el pueblo en lucha, que con las 
molotovs y las barricadas fue capaz 
de atomizar primero, agotar después y 
provocar una estrepitosa retirada, por 
último, de las fuerzas policiales. Esta 
es una colosal conquista y triunfo del 
movimiento revolucionario.

En Rosario, este proceso se detuvo 
allí, ya que la intervención del ejército 
para imponer el orden, fue suficiente 

para frenar la movilización popular. No 
ocurrió lo mismo en Córdoba, puesto 
que el ejército intervino violentamente, 
originando por su actuación una 
situación semi insurreccional, de lucha 
civil, aunque por falta de dirección no 
fue respondida en la misma forma por 
el movimiento obrero y estudiantil. 
Hubiera sido suficiente que los 
trabajadores se hubieran armado para 
responder al fuego del ejército, para que 
la guerra civil y la insurrección hubieran 
sido un hecho. La debilidad que se 
tenía en el enfrentamiento a la policía, 
la falta de armamento, que no impidió 
la victoria parcial contra ésta, se reveló 

fatal al entrar en escena el 
ejército. Pero la intervención 
del ejército tuvo un aspecto 
positivo para el movimiento 
revolucionario: demostró la 
debilidad intrínseca de éste, 
dada su composición. 

En Córdoba había 
condiciones objetivas más 
que suficientes para lograr 
que los soldados y gran 
parte de la sub oficialidad 
se pasara del lado de 
la revolución. Muchos 

informes confirman esa perspectiva, 
que es la decisiva en toda perspectiva 
insurreccional: el paso de la base del 
ejército a las filas de la insurrección. 
Lo que faltó en Córdoba, como en 
Rosario, fue un partido revolucionario 
que supiera movilizar y organizar a 
las masas para la insurrección. Si ese 
partido hubiera existido, hubiéramos 
logrado armas para los obreros y 
estudiantes, como así también hubiera 
sabido elaborar un plan insurreccional 
para golpear a las fuerzas de la reacción 
en sus puntos neurálgicos.

Los verdaderos revolucionarios 
deben prepararse para esta 
perspectiva, para superar las molotovs y 
las barricadas, conquistas ya definitivas 
del movimiento obrero y estudiantil, 
capacitarse para enfrentar a la policía, 
lograr el armamento popular, enfrentar 
al ejército a través de un plan, para dar 
vuelta a los soldados y la sub oficialidad 
en favor de la insurrección.
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Por Leonardo Ixim

La apertura del campus central de 
la Universidad de San Carlos (USAC) 
el pasado viernes 9 de junio cierra 
una etapa de lucha de la llamada 
Digna Resistencia Universitaria contra 
el fraude electoral donde se impuso 
al ex decano de la Facultad de 
Humanidades, Walter Mazariegos en el 
cargo de rector de la USAC. 

La imposición de Mazariegos es 
producto de una serie de factores de 
parte de un sector conformado por 
grupos mafiosos y burocráticos al 
interior de la USAC, que ya tenían el 
control de la Facultad de Humanidades 
y otras como Derecho, Ingeniería y 
Ciencias Económicas; y de centros 
universitarios departamentales como 
el de Quetzaltenango y otros. Pero, 
a raíz de las detenciones y procesos 
penales llevados a cabo por la 
desaparecida CICIG junto al Ministerio 
Público, de los ex rectores Murphy 
Paiz y Estuardo Gálvez, el primero ex 
decano de la Facultad de Ingeniería y 
el segundo ex decano de la Facultad 
Ciencias Jurídicas y Sociales, hubo 
realineamiento de estos factores de 
poder, imponiéndose en un fraude 
contra el grupo SOS USAC, que 
aglutinó a los sectores progresistas y 
democráticos de la U. 

Este estuvo ligado, como bien 
lo señala un comunicado de la 
Coordinadora General de Estudiantes 
(CGE), a la llamada cooptación de la 
institucionalidad estatal, así como 
de los  poderes públicos tales como 
las cortes de justicia, la Corte de 
Constitucionalidad y obviamente el 
legislativo; siendo un ejemplo que el 
ex decano de la Facultad de Ciencias 
Económicas, Luis Suárez, que compitió 
para el cargo de rector y quien se sumó 
al fraude de Mazariegos, hombre ligado 
a núcleos del empresariado oligarca, 
vaya de candidato a vicepresidente 
por el partido gubernamental VAMOS, 
junto a Manuel Conde Orellana, y 

EL FIN DE LA PROLONGADA TOMA DE LA USAC Y LA 
NECESIDAD DE CONTINUAR LA LUCHA CONTRA EL FRAUDE

diputado ligado a los grupos de poder 
económico y político. 

Cuando hablamos de cooptación de 
la institucionalidad estatal no queremos 
decir lo mismo que cooptación del 
Estado, porque la primera es elástica 
y tiende a tener cierta autonomía en 
algunos casos, mientras que el Estado 
en su conjunto es un instrumento de 
dominación de la clase capitalista y 
ha sido un error considerar que fue 
cooptado, porque este no ha sufrido 
ninguna modificación estructural, más 
que ciertos cambios en el régimen 
político. Este tiende, en los últimos 

gobiernos y con más fuerza con el 
actual, a convertirse en autoritario.

Retomando el punto, ha habido 
mucha crítica de que la toma del campus 
universitario y otros recintos, siendo la 
ocupación más larga en la historia de 
la universidad por estudiantes, no dio 
sus frutos y fue una verdadera pérdida 
de tiempo, además de que aparecieron 
conductas de elementos lúmpenes que 
usaron el espacio no para desarrollar 
una lucha política, sino para convertirlo 
en su propio espacio de festejos. 

Nosotros ya a mediados del año 
pasado identificamos que la acción 
de toma, la cual tiene características 
defensivas que puede cerrar las 
posibilidades ofensivas de una lucha, 
había que dar paso a un retorno de la 
presencialidad, que como se sabe, fue 

detenida por la pandemia del COVID-19. 
Pero la USAC fue la última universidad 
en retomar clases presenciales y 
eso se debió a que la administración 
fraudulenta de Mazariegos utilizó 
la toma a su favor; a la par que 
criminalizaba a quienes resistían, 
usaba promesas populistas como la 
cuarta oportunidad para materias que 
se pierden tras la tercera prueba para 
aprobar un curso, y la promesa de 
que no iba a haber restricciones para 
acceder a la educación superior del 
universo de graduandos de educación 
media. El hecho que las clases eran 

virtuales mostró lo negligente 
y la falta de previsibilidad 
de las autoridades en las 
capacidades, donde deben 
primar los criterios de acceso 
a la educación, sobre todo. 

Sin embargo, la toma 
fue demasiado larga, aisló 
la lucha, se dejó de realizar 
otros métodos de lucha como 
las manifestaciones que hubo 
en cierto momento; no logró 
una real articulación con las 
organizaciones sociales, pese 
a la solidaridad y al apoyo 
entre estudiantes y otros 
grupos populares, entre otras 

cosas. Es decir, fue un sacrificio de parte 
de la CGE y otras expresiones docentes 
y de trabajadores administrativos y de 
servicios contra el fraude, que solo 
desgastó y al final cayó bajo el control 
de elementos apolíticos. 

Consideramos que el retorno a la 
presencialidad es vital, pues solo en 
las aulas y en los puestos de trabajo 
físicamente, los docentes, estudiantes 
y trabajadores pueden articular un 
movimiento contra el fraude. Es otras 
palabras, se debe reajustar las tácticas, 
como recuperando asociaciones 
estudiantiles, los sindicatos, las 
asociaciones de docentes y mantener 
la organización para afrontar los 
problemas cotidianos laborales y del 
proceso de enseñanza-aprendizaje. 
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A un año del régimen de excepción 
se ha normalizado lo que en algún 
otro momento hubiese sido 
descaradamente la entrada 
en vigor de una política 
de opresión y terror de 
estado, sin embargo, lejos 
de preocupar es aceptado 
de manera favorable por 
amplios grupos poblacionales, 
quienes justifican esto 
en correspondencia a la 
retórica del Gobierno; esta 
medida está bien porque ha 
encestado certeros golpes a 
las maras y pandillas y por 
eso a pesar de los daños 
colaterales debe continuar. 

Con su accionar las 
organizaciones pandilleriles durante 
décadas, convirtieron a las zonas 
bajo su control en territorios donde el 
sadismo y lo macabro se volvió parte 
de la normalidad, sin embargo, en 
su silencioso temor la población civil 
pedía a gritos el cese de esto, por eso 
no es nada extraño que a pesar de las 
violaciones por parte de la PNC y FAES 
se justifica el régimen de excepción.

Pero estos daños colaterales 
están lejos de ser aislados y poco 
significativos, en realidad son parte del 
componente del reverso de los efectos 
sociales del régimen de excepción, 
donde uno de los grupos afectados 
son las mujeres pobres.

Debemos prestar nuestra 
atención al informe de 
CRISTOSAL 

Un informe de CRISTOSAL en los 
primeros días de junio 2023, ha generado 
reacciones porque presenta lo adverso 
de la propaganda gubernamental en 
lo referente al régimen de excepción: 
niños, adolescentes y adultos mayores 
han quedado obligadamente bajo el 
cuidado de mujeres a consecuencia 

EL IMPACTO SOCIAL DEL RÉGIMEN DE 
EXCEPCIÓN SOBRE LAS MUJERES POBRES

de las detenciones en masa que 
ha realizado la PNC y FAES en las 
zonas donde operaban las pandillas, 
cambiándoles su vida en el sentido 
que deben procurar el alimento y 

subsistencia de ellos y además tener 
que correr con los costos de los 
paquetes de sus familiares presos, los 
precios de dichos paquetes rondan los 
$200 dólares, si a esto le sumamos el 
costo de sostener a niños, adolescentes 
y ancianos, esto resulta enormemente 
caro tomando en consideración que en 
la mayoría de los casos estas mujeres 
no tienen un empleo formal o quienes 
sí lo tienen devengan salarios mínimos. 

Lo preocupante en esto no 
solamente es la responsabilidad 
forzada adquirida en lo referente a la 
manutención, además está el cuidado, 
lo que es pavoroso cuando se revisan 
algunos casos donde se han tenido 
que responsabilizar hasta por seis 
niños.  

La propaganda dice lo que no es, 
¡ojo con ella!   

Se podría pensar sin el mayor 
cuidado que esto es el merecido por 
los daños ocasionados por las pandillas 
a la población civil, y que estas mujeres 
deben costear con esto porque sus 
familiares fueron los  perpetradores 

de tanto mal, esto es precisamente lo 
que la propaganda oficial quiere que 
se piense, en esta consecuencia debe 
tratarse como un acto de venganza y 
por lo tanto lo mejor es hacerse de la 

vista gorda y seguir aplaudiendo 
todo. Error, la mayor parte de 
las personas detenidas están 
ahí por la irresponsabilidad 
de este Gobierno en las 
negociaciones caídas que tuvo 
con las pandillas, no solamente 
son inocentes sino además 
víctimas de las detenciones 
arbitrarias y posterior tortura 
y asesinatos cometidos por el 
Estado. Así las cosas, de ser 
mujer en las zonas que antes 
eran asediadas por las pandillas, 
por el simple hecho de residir 
allí ya es razón de peso para ser 
vigilada, al igual que sucede con 

los adolescentes, a esto le agregamos 
el deber de asumir roles de cuidado y 
manutención de niños, adolescentes y 
ancianos quienes se han quedado sin 
sus progenitores y responsables, más 
los costes de los paquetes carcelarios, 
tal y como cabe mencionar.  

Expresémonos, no callemos 
más 

Ante esto debemos organizarnos 
aún mejor dentro de las organizaciones 
de víctimas del Estado en el régimen de 
excepción, lo cual implica elevar más 
la voz y proceder con las denuncias 
de todas y cada una de las violaciones 
causadas por el Estado. El Gobierno se 
ha servido de esta herramienta legal 
para encarcelar a personas críticas y 
opositoras, entre las que hay mujeres 
sindicalistas y lideresas comunitarias, 
siendo este otro de los propósitos 
ocultos tras la inflexible propaganda 
fascista del Gobierno de Nayib Bukele, 
al quien no le importan para nada estos 
efectos sociales.     
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Por Victoriano Sánchez

Entre diciembre de 2021 y febrero 
del 2022, utilizando el argumento que 
no cumplían con los requisitos legales 
exigidos por el Consejo Nacional de 
Universidades (CNU) y el Consejo 
Nacional de Evaluación y Acreditación 
(CNEA), la dictadura canceló la 
personalidad jurídica de más de 18 
universidades privadas, la mayoría de 
“zaguán”. 

A finales de 2021, la dictadura 
también disolvió al Consejo Superior 
de Universidades Privadas (COSUP) 
que aglutinaba 14 universidades 
privadas, dejándolas sin 
coordinación para defenderse.

Desaparecieron 31 
universidades privadas

Un año después, para mayo 
del 2023, la lista había subido 
a 31 universidades privadas, 
clausuradas vía la cancelación de 
la personalidad jurídica. Según 
los datos oficiales del CNU, para 
diciembre de 2021 en Nicaragua 
existían 54 universidades. Al 
desaparecer 31 universidades 
privadas, quedan funcionando 23 
universidades, de las cuales 14 
son universidades estatales y 9 
universidades privadas.

Entre las universidades privadas 
que continúan funcionando podemos 
mencionar las siguientes: 1.- la 
Universidad Centroamericana (UCA); 
2.- Universidad de Managua (UdeM); 
3.- Universidad Católica (UNICA); 
4.- Universidad Americana (UAM); 
5.-  Universidad Central de Nicaragua 
(UCN); 6.- Universidad de Tecnología y 
Comercio (UNITEC); 7.- Universidad del 
Valle (Univalle); 8.- Keiser University; 
9.- Universidad Iberoamericana de 
Ciencia y Tecnología (UNICIT).

¿Un nuevo plan en la educación 
superior?

La cancelación de las universidades 
privadas ha dado origen a todo tipo 
de especulaciones. Algunos grupos 
opositores y plataformas digitales 
de oposición se han rasgado las 
vestiduras y han denunciado el cierre 
de las universidades de “zaguan” 
como un feroz ataque a la autonomía 
universitaria, lo que se traducirá en una 
reducción de la calidad de la enseñanza. 

¿DEBEMOS LLORAR POR EL CIERRE DE LAS 
UNIVERSIDADES DE “ZAGUÁN”?

Constituye, además, una venganza 
política contra los estudiantes que 
encabezaron la lucha democrática en 
abril del 2018.

Una simple revisión de las cifras 
de universidades privadas canceladas 
nos indica que, aparentemente, hay un 
contradictorio proceso de reestatización 
de la educación superior, aunque 
algunas de las nuevas universidades 
estatales que surgieron siguen cobrando 
total o parcialmente los aranceles que 
tenían las universidades privadas. Por 
eso, la principal reivindicación en esta 
coyuntura debe ser el acceso ilimitado 

a la educación gratuita en todas las 
universidades públicas. La existencia 
de 8 universidades privadas, nos 
indican que la dictadura realmente no 
tiene planes de una estatización de la 
educación superior, como debería ser.

En términos generales, las 
universidades privadas, por muy 
buena calidad que ostenten algunas, 
constituyen un lucrativo negocio 
que no beneficia a los estudiantes 
de escasos recursos, más bien los 
excluyen. Muchas de las universidades 
canceladas recibían aportaciones 
del presupuesto del 6% destinado a 
subvencionar la educación superior, es 
decir, recibían dinero del Estado para 
un negocio privado.

¿Que obligó a la dictadura a 
tomar esta drástica medida? Sin lugar 
a dudas, la dictadura se vio forzada 
a cancelar esas universidades de 
“zaguán” para calmar el descontento 
estudiantil contra los excesivos cobros 
de matrículas, aranceles y pagos para 
la titulación. Fue una astuta movida 
para evitar luchas estudiantiles contra 
las universidades privadas, que pueden 
encender nuevamente la llama de la 
rebelión.

Para evitar protestas, la totalidad 

de los estudiantes de las universidades 
canceladas fueron reabsorbidos por las 
viejas y nuevas universidades estatales, 
pero en el año lectivo 2023 muchos 
estudiantes de primer ingreso no 
obtuvieron cupo en las universidades 
estatales, quedaron en el limbo.

Lamentable posición de la CUDJ.
Que el diario La Prensa y los grupos 

de oposición de derecha lloren por 
la cancelación de las universidades 
privadas es comprensible, pero es 
repudiable que la Coordinadora 
Universitaria por la Democracia y 

la Justicia (CUDJ), un grupo 
que participó en la rebelión 
estudiantil de 2018 y cuyos lideres 
actualmente se encuentran 
en el exilio, haya declarado 
lo siguiente: “(…) nos unimos 
en solidaridad para denunciar 
y condenar enérgicamente el 
cierre de tres universidades 
más en Nicaragua (…) Con más 
de 20 universidades cerradas 
y confiscadas, el régimen ha 
privado a miles de jóvenes 
nicaragüenses de la oportunidad 
de formarse y alcanzar su 

máximo potencial”, continúan (…) 
Instamos al gobierno de Nicaragua a 
poner fin a estas prácticas represivas 
y respetar el derecho a la educación y 
la libertad académica”.(100% noticias, 
25/04/2023)

La lucha por la independencia 
estudiantil

No se debe confundir la justa lucha 
por la autonomía y la defensa de la 
libertad de catedra, con la defensa de 
la privatización de la educación. No es 
lo mismo. La educación superior debe 
estar en manos del Estado, y se debe 
aumentar el presupuesto universitario 
del 6% al 10%, pero del PIB, para 
garantizar el acceso de los pobres a la 
educación superior.

Obviamente, debemos seguir 
luchando contra la dictadura desde 
adentro de las universidades, 
defendiendo el acceso a la educación 
superior, para que los estudiantes y 
la comunidad universitaria puedan 
controlar los gastos del presupuesto 
universitario. La misión de cualquier 
grupo estudiantil debe ser defender 
los intereses de los estudiantes, bajo 
cualquier gobierno.
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Por Sebastián Chavarria 
Domínguez

La dictadura Ortega-Murillo rompió 
su propia legalidad cuando encarceló a 
todos los precandidatos presidenciales 
en 2021, impidiendo que canalizaran el 
descontento social por la vía electoral, 
garantizándose la continuidad en el 
poder, al menos hasta las elecciones 
del 2026.

La excarcelación de la mayoría de 
los presos políticos, su expulsión a 
Estados Unidos y la posterior apatridia, 
fue un duro golpe para 
la oposición burguesa 
y pequeño burguesa. 
Los ongs que servían de 
refugio y base social de 
esta oposición, fueron 
liquidados. Los principales 
dirigentes políticos fueron 
expulsados y otros debieron 
irse al exilio, ante el temor 
de ser encarcelados. La 
venganza de la dictadura ha 
sido implacable, no se ha 
detenido ante nada. Esta oposición ha 
sido completamente desarticulada al 
interior de Nicaragua.

Otra vez los llamados a la Unidad
Los dirigentes de la oposición 

burguesa y pequeño burguesa, lejos 
de reflexionar sobre los errores que 
han cometido, y que le permitieron a 
la dictadura mantenerse en el poder, 
han vuelto a entonar los viejos canticos 
sobre la “unidad de oposición”.

En relación a la utópica propuesta 
de Irlanda Jerez de crear un organismo 
colegiado de la oposición, electo por 
los diferentes grupos en el exilio. Esta 
es una misión imposible ya que los 
grupos de exiliados son mas radicales 
y ven con desconfianza a los ex presos 
políticos que quisieron participar en las 
elecciones del 2021.

Félix Maradiaga respondió que 
los diferentes gobiernos “(…) están 
pidiendo un equipo compacto colegiado 
de opositores nicaragüenses que 
podamos ser el punto de contacto de 
esta comunidad internacional (…) creo 
que no hay tiempo para volver a hacer 

LA IMPOSIBLE UNIDAD DE 
LA OPOSICIÓN BURGUESA

un ejercicio enorme, no hay recursos 
económicos, no hay mecanismos 
electorales (…) hagamos un grupo 
colegiado y sobre la marcha vamos 
a ir corrigiendo las debilidades que 
se puedan dar (...)”. (100% Noticias 
16/05/2023)

¿Unidad sobre qué?
Han resurgido varias propuestas de 

unidad de la oposición, en la que todos 
conservan su autonomía, pero nadie 
dice sobre qué puntos se realizará. El 

problema es que todos son grupos en 
el exilio, con nula incidencia al interior 
de Nicaragua, debido a los altísimos 
niveles de represión.

Los grupos más radicales de 
exiliados tienen como política 
central, pedir más sanciones contra 
los principales funcionarios de la 
dictadura, y que endurecer aún más 
las leyes estadounidenses (NICA ACT, 
RENACER, etc.) que terminen sacando 
a Nicaragua del CAFTA-DR.

La nueva estrategia de Estados 
Unidos y la UE

Hasta el momento, la dictadura 
mantiene el control absoluto a lo 
interno. Al haber fracasado la política 
de sanciones individuales contra alto 
funcionarios de la dictadura, Estados 
Unidos y la Unión Europea (UE) están 
comenzando aplicar una nueva política 
consistente en llevar al círculo de 
hierro de Daniel Ortega ante tribunales 
internacionales por “crímenes de lesa 
humanidad”.

El informe del Grupo de Expertos 
en Derechos Humanos sobre Nicaragua 

(GHREN) creado por el Consejo de 
Derechos Humanos de la ONU, creas 
las bases para iniciar ese proceso. Jan-
Michael Simón, presidente del GHREN, 
declaró que al haber concluido que 
el Estado de Nicaragua pueda estar 
violando la Convención de Naciones 
Unidas contra la Tortura, “cualquier país 
que sea parte de la Convención puede 
demandar al Estado de Nicaragua frente 
a la Corte Internacional de Justicia 
(CIJ), en cuanto a la responsabilidad 
del Estado”.

Otra vía, mucho más difícil que 
la primera, es que el Consejo 
de Seguridad de la ONU 
ordene al fiscal de la Corte 
Penal Internacional (CPI), 
cuyo tratado no fue suscrito 
por Nicaragua, que inicie una 
investigación para enjuiciar a 
Ortega y Murillo. El problema 
de esta vía es que Rusia y China 
tendrían que estar de acuerdo, 
y no ejercer su derecho a veto.

Este es el panorama y estas 
son las intenciones. Lo grave es 

que los lideres de la oposición burguesa 
y pequeño burguesa en el exilio, 
continúan siendo cajas de resonancia 
de la política de Estados Unidos y la UE, 
y se resisten sistemáticamente a tener 
una política propia. 

En cualquier caso, correspondería 
a los nicaragüenses la investigación y 
castigo por cualquier crimen cometido 
contra el pueblo.

La unidad de la izquierda
No hay duda que hay que terminar 

con el régimen dictatorial, pero para 
lograrlo se requiere una política 
independiente, para castigar a los 
culpables de los crímenes cometidos. 
Claro que hay buscar la unidad, pero de 
las fuerzas de izquierda y revolucionarias 
que estén dispuestas a luchar contra la 
dictadura, pero al mismo tiempo luchar 
contra las pretensiones del imperialismo 
norteamericano y europeo que quieren 
imponer un gobierno títere, que 
defienda sus intereses, dejando de lado 
los intereses de la mayoría del pueblo 
de Nicaragua.
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Por José René Tamariz

Recientemente el gobierno de 
Rodrigo Chaves envío a la Asamblea 
Legislativa un paquete de cinco 
proyectos de ley sobre impuestos 
y exoneraciones fiscales a algunos 
sectores. Ese intento de hacer aprobar 
ese paquetazo en el seno del Congreso 
ha sido rechazado por diversos 
políticos y económicos, tanto de las 
diversas fracciones legislativas y de las 
diversas cámaras 
empresariales. El 
caso más polémico 
es el proyecto de 
impuesto sobre la 
renta. La actual ley 
(N°.7092) sobre ese 
tipo de impuesto 
es del año 1988 y 
tiene como modelo 
de impuesto de 
“renta producto” 
o “cedular” que 
tiene un criterio 
territorial. El 
nuevo modelo de 
impuestos que pretende implementar 
el gobierno es el modelo de “renta 
global” el cual agruparía y sumaría 
todos los ingresos de las personas 
físicas o jurídicas, aplicando una tarifa 
única sobre todos los ingresos, ya sean 
todas las ganancias, diversos ingresos 
y otras con independencia del lugar en 
donde se produzcan, ya sea dentro o 
fuera del país.

El grave problema es que el 
nuevo proyecto de impuesto sobre 
la renta (expediente 23.760) es que 
incrementaría el impuesto sobre los 
salarios. La base sobre la cual se cobra 
actualmente el impuesto a los salarios 
de los trabajadores es a partir de los 
₡942.000, pero el nuevo proyecto 
bajaba la base gravable ₡842.000 lo 
cual incrementaba ese impuesto. Sin 
embargo, el ministro de Hacienda, 
Nogui Acosta, después de varias críticas 
realizadas a ese nuevo gravamen, salió 

SE REQUIERE UNA POLÍTICA ALTERNATIVA SOBRE 
IMPUESTOS Y REACTIVACIÓN ECONÓMICA

a decir que había sido un error suyo 
el haber disminuido la baja gravable de 
los salarios y corrió, supuestamente, a 
hacer las correcciones.

Por otro lado, el gobierno pretende 
incrementar los impuestos a al sector 
de las micro, pequeñas y medianas 
empresas (MIPYMES), haciéndolos 
pasar de pagar desde un 5% y 20% 
actual hasta un 30%, lo cual conllevaría 
a que muchas de esas empresas que 
cierren ya que tienen una situación 

crítica debido a la reducción del 
consumo. El otro proyecto de ley sobre 
que tuvo un fuerte y contundente 
rechazo contundente es el de 
eliminación de exoneraciones a equipos 
médicos como las sillas de ruedas de 
personas discapacitas, así como las 
exoneraciones a los boletos de aviones.

Políticas Recesivas y Regímenes 
de Empresas.

Las políticas económicas del 
gobierno de Rodrigo Chaves son 
recesivas. Todas ellas han conducido 
a una grave disminución del consumo 
nacional, ya que los trabajadores y otros 
agentes económicos han disminuido 
sus ingresos salariales (pérdida del 
6% de capacidad de compra en el 
año 2022) y bajado sus inversiones 
para incrementar sus actividades 
productivas. Asimismo, el desempleo 

entre la población juvenil ha aumentado 
y Costa Rica es el tercer país de la OCDE 
con la tasa de desempleo más alto en 
esa población Lo mismo ocurre en 
cuanto al incremento de la pobreza en 
la población en general y, en particular, 
para los jóvenes. Lo mismo ocurre en 
el crecimiento de la informalidad en el 
trabajo.

En Costa Rica existen dos tipos 
de régimen empresariales. El régimen 
especial que incluye a todas las 

zonas francas. Este 
régimen le da trabajo 
a apenas un 15% de la 
población. En el mes 
de marzo la actividad 
económica de ese 
régimen aumentó 
en 21,1%, siendo 
el sector más de la 
economía, pero es la 
que menos aporta en 
impuesto o más bien 
no aporta nada porque 
está exento de pagar 
impuestos. Por otra 
parte “Actualmente, 
según Cinde con datos 

del 2019 sobre zonas francas, hay 
374 empresas (un 27% nacionales y 
un 73% de capital extranjero) que 
emplean a unas 123.000 personas) un 
10% por empresas nacionales y el 90% 
por empresas de capital extranjero), 
que compran localmente unos $2.100 
millones (un 23% nacionales y un 77% 
de empresas de capital extranjero) y 
que exportan poco menos de $10.000 
millones (un 9% de nacionales y un 
91% de capital extranjero)”. (La Nación, 
10 de enero de 2023). 

El régimen definitivo de las 
empresas apenas creció un 1,8% 
y emplean al 85% del total de la 
producción nacional. Este “… régimen 
definitivo es más afectado por las altas 
tasas de interés, pero está destinado 
a generar más empleo, principalmente, 
para aquellos trabajadores menos 
calificados”. (La Nación, 31 de mayo 
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de 2023). Por otra parte, hay que 
mencionar que ese régimen paga sus 
impuestos y, por ende, subsidia al 
sector más dinámico. En realidad, existe 
una competencia desleal de parte del 
régimen de zonas francas con respecto 
a las empresas del sector tradicional.

Eliminación de las Grandes 
Exoneraciones a las Empresas de 
Zonas Francas

El 15 de diciembre del año 2022 
“… salió una noticia muy importante 
en The Wall Street Journal: la Unión 
Europea ya había logrado la ratificación 
de un acuerdo para establecer un 
impuesto mínimo sobre la renta a las 
grandes corporaciones internacionales. 
Esta noticia plantea que la UE había 
superado la objeción de dos países 
miembros al acuerdo de octubre de 
2021 en el que 137 países (Estados 
Unidos, la UE y Costa Rica entre ellos) 
acordaron imponer un mínimo del 15% 
del impuesto sobre la renta a empresas 
internacionales de gran envergadura, 
estuvieran donde estuvieran”. (La 
Nación, 10 de enero de 2023). Por 
tanto, es urgente y necesario que el 
gobierno de Chaves o la Asamblea 
Legislativa, cuando esta última tenga la 
iniciativa legislativa, a que elaboren un 
proyecto de ley en donde se establezca 
aplicar a las empresas de zonas francas 
el 15% impuesto sobre la renta. El 
gravamen de ese 15% sobre las zonas 
francas que es el sector más dinámico 
de la economía puede contribuir de 
forma muy importante en el proceso de 
reactivación económica que necesita el 
país, lo cual podría generar más empleo, 
disminuir la pobreza e incrementar los 
ingresos salariales de los trabajadores 
y, por ende, incrementar el consumo 
nacional.     

Con base en la situación señalada 
anteriormente realizamos las siguientes 
propuestas para reactivar la economía 
para generar más empleo y resolver 
otros problemas sociales y económicos 
que existen:

Propuestas de Reactivación 
Económica y Cambio de Modelo 
de Desarrollo

1. Para reducir drásticamente el 
alto desempleo tanto en el sector 

tradicional de la economía y reducir 
la alta informalidad que existe 
proponemos: elaborar e impulsar un 
Plan de Obras Públicas que le garantice 
trabajo a los sectores desempleados 
de bajo nivel educativo, el cual es el 
más golpeado por la desocupación. 
Este plan puede incluir la construcción 
de carreteras, escuelas y colegios 
deteriorados o que están en lugares 
insalubres, eliminación de los cientos 
de tugurios construyendo viviendas 
dignas y de bien social, construcción 
de hospitales modernos, construcción 
de alcantarillados y otras obras de 
construcción que estén identificadas 
por las instituciones a cargos. El 
financiamiento para realizar ese plan 
de Obras Públicas podría hacerse con 
los billones de colones que existen en 
las operadoras de pensiones. 

2. La demanda se encuentra 
fuertemente deprimida y reducida 
por las políticas económicas del 
gobierno de Chaves, que incrementa 
el desempleo e informalidad, aumenta 
las tasas de interés, incrementa la 
pobreza y miseria, reducen los salarios 
y, por ende, conllevan a una drástica 
reducción del consumo nacional. y 
la incertidumbre de la situación de 
desaceleración económica. Por tanto, 
se requiere medidas para estimular 
el consumo. Por tanto, se propone 
impulsar una política de incrementos 
de salarios que compensen el índice 
de precios al consumidor (IPC) y de 
salarios mínimos reales crecientes, 
es decir, ya que estos salarios se han 
mantenido congelados por mucho 
tiempo y reduciéndose. Luchar contra 
el salario global que impone la Ley de 
Empleo Público. 

3. Cambiar la matriz productiva 
del país. Esto requiere impulsar la 
industrialización, incorporando nuevas 
tecnologías y métodos de trabajo 
en la industria nacional, tales como 
industrializar los productos agrícolas, 
industrializar la agricultura con equipos 
y maquinarias modernos. Crear y 
desarrollar polos productivos en las 
regiones internas del país donde 
existe mucho desempleo, tales como 
Puntarenas, Limón, Guanacaste y otras.

4. Cambiar la matriz energética, 
impulsando el desarrollo de proyectos 

de producción de energía solar, 
geotérmica y otras. Estas tendrían dos 
objetivos centrales, reducir el gasto 
millonario en compra de combustibles 
fósiles y, al mismo tiempo, descarbonizar 
la economía, evitando o reduciendo 
sensiblemente la contaminación 
ambiental, contribuyendo con la 
atenuación del cambio climático.

5. Que se haga efectivo destinar 
el 8% del PIB para la educación y de 
esa manera atraer a muchos jóvenes 
que han sido excluidos del sistema 
educativo. Aumentar la inversión del PIB 
en Ciencia, Tecnología e Innovación en 
educación para contribuir al desarrollo 
nacional.

6. Estimular el desarrollo las 
micros, pequeñas y medianas 
empresas mediante la condonación 
de las deudas de esos sectores 
productivos y las diferentes actividades 
económicas que tienen dificultades 
económicas, por problemas de cambio 
climático, de reducción de los precios 
internacionales, falta de tecnificación y 
modernización de los sectores.

7. Disminución de la tasa de política 
monetaria (TPM) y de las tasas de 
interés en el sistema bancario nacional 
para la contribución del proceso de 
reactivación económica.

8.  Moratoria del pago de la deuda 
externa e interna privada, intereses y 
capital, para utilizar esos dineros en la 
reactivación económica. Que algunas 
empresas e instituciones estatales le 
condonen la deuda pública interna al 
gobierno, tales como el INS, los bancos 
públicos como el Banco Nacional (BN) 
y el Banco de Costa Rica (BCR) y que 
esos dineros sean utilizados en el 
desarrollo del plan de obras pública y 
otros procesos de modernización de la 
estructura del país. 

9. Combate a la alta evasión 
de impuesto, mediante diversos 
mecanismos, ya sean tecnológicos, 
confiscatorios e incluso la cárcel a los 
evasores.

10. Eliminación de las grandes 
exoneraciones fiscales a las empresas 
de zonas francas. Por un impuesto 
del 15% a las empresas del régimen 
especial.
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El sábado 22 de abril de 2023, Día 
de la Tierra, se realizó un importante 
evento político con la precandidata 
presidencial de los sectores populares 
panameños, la profesora Maribel 
Gordón Calderón. El evento estuvo 
organizado por el Polo Ciudadano, 
Juventud Revolucionaria, Movimiento 
Alternativa Socialista, Propuesta 
Socialista y Antónima. 

La profesora Maribel Gordón 
explicó detalladamente su plan 
de lucha Por una Vida Digna, 
que incluye el rechazo al leonino 
contrato entre el gobierno 
panameño y Miera Panamá S. A. 
que crea un enclave en Donoso, 
que afecta la soberanía nacional, 
la riqueza ambiental, los derechos 
sociales y económicos del pueblo 
panameño y la vida misma.  

Maribel Gordón explicó que su 
precandidatura es una continuidad 
de las luchas populares y sindicales, 
por eso surgió como una propuesta 
de diversas organizaciones, con 
posterioridad a la explosión social de 
julio de 2022 y el papel desempeñado 
por ella como vocera de las demandas 
populares. 

Las organizaciones que respaldaron 
este evento expresaron su compromiso 
con la candidatura de Maribel Gordón 
Calderón como un instrumento en 
el proceso de construcción de una 
alternativa política popular que barra 
con el régimen político y corrupto 
imperante, ayudando a crear las 
condiciones para una Asamblea 
Constituyente libre, soberana y 
autoconvocada. 

Una treintena de personas 
asistentes al acto aprovecharon 
la oportunidad de inscribirse en 
respaldo a la precandidatura de la 
profesora Gordón, quien ya supera 
las 87 mil firmas, y está a punto de 
alcanzar el tercer lugar para asegurar 

¡REFORCEMOS LA CAMPAÑA DE RECOLECCIÓN DE 
FIRMAS EN FAVOR DE LA PROFESORA MARIBEL 

GORDON CALDERÓN, COMO PRECANDIDATA 
PRESIDENCIAL DEL PUEBLO PANAMEÑO!

su participación en las elecciones 
presidenciales de 2024. El compromiso 
de quienes asistieron es el de buscar 
más firmas de respaldo que aseguren 
ese objetivo.

El pasado 4 de junio, el Polo 
Ciudadano (PC) emitió otro comunicado 
llamando a recolectar firmas a favor 
de la candidatura independiente de 
Maribel Gordón Calderón.

1. El Polo Ciudadano de Panamá 
celebra los triunfos alcanzados en 
la campaña por la precandidatura 
presidencial de la profesora Maribel 
Gordon, que a la fecha ha superado 
las más de 122,644 fumas de apoyo, 
siendo la última en iniciar este proceso, 
situándose en el tercer lugar, de 
entre 24 precandidaturas por la libre 
postulación.

2. Los logros de la precandidatura 
presidencial de la profesora Gordon, 
constituyen victorias políticas de 
los diferentes sectores populares 
que luchan contra las injusticias y 
desigualdades: mujeres, indígenas, 
affodescendientes, campesinos/
as, trabajadores/as, educadores/as, 
jubilados/as, pequeños/as productores/
as, LGBTIQ+, juventudes, estudiantes, 
entre otros u otras.

3. La precandidatura presidencial 
de la profesora Maribel Gordon es la 
única que levanta un programa que 

recoge las aspiraciones populares para 
construir un mejor país, porque conoce 
y expresa las demandas del pueblo 
panameño que se echó a las calles, 
en julio de 2022, exigiendo control de 
precios de la canasta básica alimenticia, 
de las medicinas y del combustible.

4. A un año de esa insurrección 
popular, los distintos sectores del 
pueblo panameño siguen demandando 

servicios de salud pública decente; 
educación pública de calidad; 
respeto al sistema de jubilaciones 
y el sistema solidario de la Caja de 
Seguro Social; empleos dignos; 
tierras para el campesinado en 
condiciones de pobreza; soberanía 
alimentaria; respeto a los pueblos 
indígenas; alto a los femicidios, las 
desigualdades sexistas, la violencia 
de género, al poder patriarcal; fin de 
la segregación étnico-racial, y contra 
todas las formas de discriminación de 
las personas de otras disidencias que 

luchan por el respeto a sus derechos 
humanos. Por ello, el Plan para la Vida 
Digna, expresa esas preocupaciones 
para levantar un mejor país para todas 
y todos, donde los seres humanos 
sean el centro del desarrollo para el 
bienestar colectivo.

5. El 30 de julio cierra el período 
de recolección de firmas. El Polo 
Ciudadano hace un llamado a redoblar 
los esfuerzos para asegurar que la 
inscripción de la pre candidatura 
presidencial de la profesora Maribel 
Gordon, sea admitida y su postulación 
se oficialice como candidata del pueblo 
panameño a la presidencia de la 
república, en las elecciones generales 
del 2024. Su candidatura es la única 
garantía y verdadera alternativa, 
para que haya una voz que exprese 
las reivindicaciones y propuestas de 
las grandes mayorías, del campo, los 
territorios indígenas y la ciudad.

Polo Ciudadano (PC)


